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El objetivo del presente estudio de caso es analizar y describir la política pública 
encargada de brindar asistencia consular a los colombianos detenidos en México. 
Dicha política implementada en el primer gobierno del presidente Juan Manuel 
Santos Calderón, ha contribuido a mejorar la situación de los nacionales privados 
de su libertad fortaleciendo la figura institucional del Ministerio de Relaciones 
Exteriores a través del Consulado y las herramientas empleadas durante su 
administración. Sin embargo, mediante la perspectiva teórica de Richard Elmore, 
se recalca la importancia de la participación de diversos actores dentro del proceso 
de implementación de la política pública, realizando recomendaciones en busca de 
mejorar y generar aportes a la política para responder a la realidad social que 
viven los connacionales detenidos. 
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The objective of this case study is to analyse and describe the public policy 
responsible for providing consular assistance to the Colombian people arrested in 
Mexico. This policy, implemented in the first government of President Juan Manuel 
Santos Calderon, has helped improve the situation of nationals deprived of their 
liberty, strengthening the institutional figure of the Ministry of Foreign Relations 
through the Consulate and the tools used during his administration. However, 
following the theoretical perspective of Richard Elmore, it emphasizes the 
importance of the participation of various actors in the process of implementing the 
public policy, making recommendations that are seeking to contribute to the policy 
to respond to the social reality that are living the arrested nationals. 
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El análisis del presente estudio de caso sintetiza los problemas de la política pública de 
asistencia a connacionales en el área de los detenidos colombianos en México, 
implementada en el Gobierno de Juan Manuel Santos 2010-2014 con el propósito de 
realizar recomendaciones al respecto. 
Con base en lo anterior, el trabajo se divide en tres objetivos específicos que 
permiten desarrollar el tema de investigación: el primer objetivo consiste en describir la 
política pública de asistencia a connacionales durante el primer periodo del presidente Juan 
Manuel Santos; el segundo objetivo, es analizar la situación de los colombianos detenidos 
en Ciudad de México mediante la implementación de dicha política; y el último, realizar 
recomendaciones para mejorar la asistencia del Gobierno a los connacionales privados de 
su libertad. 
En el primer capítulo, se explica el concepto y los componentes de la política 
pública a través de la definición propuesta por Raúl Velázquez, con el fin de comprender el 
primer periodo de gobierno del presidente Santos en materia consular. En el segundo, se 
analiza sustancialmente la política pública colombiana de asistencia a connacionales 
detenidos, y se describe la asistencia consular que México brinda a los mismos, haciendo 
vehemencia en los colombianos encarcelados en prisiones mexicanas. Y en el tercero, se 
realizan recomendaciones sobre la política pública de asistencia de acuerdo al modelo 
retrospectivo de Richard Elmore, el cual enfatiza en la importancia de los actores que 
intervienen en la formulación de ésta. 
Las conclusiones permitirán confirmar o refutar la hipótesis que sostiene que la 
política pública de asistencia a connacionales implementada por el gobierno de Juan 
Manuel Santos, ha contribuido a mejorar la situación de los detenidos colombianos en 
Ciudad de México al fortalecer los instrumentos y los alcances del Consulado, como 
entidad capaz de brindar acompañamiento y asesoramiento. Sin embargo, al ser una política 
pública formulada únicamente por el Estado y sin la participación de los particulares, 
carece todavía de credibilidad y funcionalidad tanto para los detenidos como para sus 
familias. Por lo anterior, la importancia de realizar recomendaciones a la implementación y 
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formulación de la política pública en materia carcelaria, lleva a plantear una serie de 
acotaciones sobre la misma, con el objetivo de incluir otros actores diferentes al Estado y al 
ámbito gubernamental, para formular de manera adecuada y apropiada la política que va a 
actuar en pro de la situación mencionada. 
La presente investigación se desarrolla desde el análisis descriptivo y cualitativo, 
dado que permite puntualizar la situación de los detenidos colombianos en México, al 
mismo tiempo que entender la labor de asistencia que brinda el Ministerio de Relaciones 
Exteriores en cuanto a la política consular adelantada por el primer gobierno de Santos de 
determinar el impacto de ésta en el contexto carcelario, y así formular recomendaciones. 
El enfoque del estudio de caso permite comprender dentro de la disciplina de la 
Ciencia Política, el comportamiento de Colombia con respecto a los connacionales 
detenidos en México, debido a la política consular implementada por el gobierno durante el 
periodo 2010-2014. Para ello, se parte de la definición del concepto Política Pública de 
Raúl Velásquez, que expone la importancia de desarrollar una nueva propuesta y hacer un 
análisis de una nueva definición del concepto, dado los vacíos, las generalidades y las fallas 
encontradas en las definiciones de otros autores, dejando de lado elementos que para el 
autor son significativos. Desde el enfoque retrospectivo, se da importancia al momento de 
formular una política pública desde el nivel bajo, es decir, mientras más directa sea la ruta 
para resolver el problema, mayor será la probabilidad de afectar el comportamiento-
objetivo, por esto Elmore alude a la participación de los actores más cercanos a la situación 
definida como problemática, en la formulación de dicha política.  
Es importante aclarar que gran parte de la información del estudio de caso se hizo a 
través de la recolección de datos, análisis de textos y contenidos; empleando fuentes 
académicas, no oficiales, y oficiales por parte del Gobierno colombiano y mexicano; 
también se utilizaron registros e informes institucionales, a través de los cuales se puede 
estudiar el proceso y las características de la aplicación de la política pública, a fin de 
contribuir de manera objetiva a la investigación. Asimismo, se realizaron dos entrevistas a 
funcionarios directamente relacionados con la problemática, con la intención de conocer las 
opiniones, las percepciones y la confiabilidad que tienen dichas personas con respecto a la 
política pública de asistencia a connacionales en el caso de los detenidos en México.  
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Finalmente, se espera que con este trabajo el lector considere importante la 
necesidad de la participación de –otros- actores particulares dentro del proceso de 
formación de  la política pública, que cooperen y acompañen la elaboración evitando de 
esta manera vacíos en la ejecución de la misma, para contribuir a definir los problemas y 
seleccionar los instrumentos más adecuados para influir en ella. Con el fin de estudiar la 
situación de los detenidos colombianos en México, el trabajo de grado buscar aportar 


























1. EL GOBIERNO DEL PRESIDENTE SANTOS 
 
1.1. Política exterior colombiana 
La política exterior de un país se define por las acciones emprendidas de un actor del 
Sistema Internacional que responde a incentivos del medio, las cuales originan relaciones 
recíprocas, con el fin de lograr –en la mayoría de los casos- objetivos comunes; “abarca una 
amplia gama de temas y actores que tocan aspectos políticos, económicos, de seguridad, 
ambientales, sociales y culturales vinculados a la política tanto externa como interna de los 
Estados” (Observatorio de Política Exterior Colombiana [OPEC], párr. 1), de ahí que las 
múltiples transformaciones por las que ha atravesado el estado colombiano, incida en su 
política exterior. Entre ellas cabe mencionar: 
1) El crecimiento en el número de actores que participan en la formulación y ejecución de la 
política internacional; 2) La ampliación en el número y temas de la agenda global que tienen 
una correlación directa con la situación doméstica colombiana; 3) La reducción de la 
capacidad del Ministerio de Relaciones Exteriores de ejercer una función de coo rdinación de 
la política exterior, así como de ser protagónico en el manejo de los aspectos más sensibles 
de su agenda; 4) La internacionalización de la crisis interna de Colombia y el consecuente 
desdibujamiento de las fronteras existentes entre política doméstica y política internacional. 
(Ardila, et al. 2002, pág. 18) 
 
Los esfuerzos de gobiernos colombianos para avanzar en la búsqueda de la paz y así 
lograr dar fin al conflicto armado que ha vivido Colombia por más de sesenta años, así 
como la importancia de determinar ser un actor con apoyo internacional, “han forzado una 
mirada distinta al entorno internacional de Colombia y una reevaluación de los 
instrumentos necesarios para acompañar esos procesos de inserción internacional mediante 
una política exterior eficiente y creíble” (2002, pág. 13). 
Durante más de la mitad del siglo veinte, el principal referente de la política exterior 
colombiana y el principal socio político fue Estados Unidos; como parte de la doctrina de 
“mirar hacia el norte” acuñado por Marco Fidel Suárez en 1914 con la política respice 
polum”, Colombia sostuvo una relación estrecha y algo subordinada con Estados Unidos. 
Pero en la década del sesenta y setenta se insertó un nuevo concepto de política exterior 
colombiana, el respice similia creado por el canciller y luego presidente Alfonso López 
Michelsen, que significa mirar a sus semejantes; un logro importante para diversificar las 
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relaciones internacionales, sin dejar de lado la importancia de Estados Unidos por su 
proximidad geográfica y su potencial economía. 
Para el periodo presidencial de 1982 a 1986, el representante del Partido 
Conservador Belisario Betancur, ganó las elecciones y continuó la política respice similia 
formulada por su antecesor, marcando un contraste en política internacional “al ingresar 
Colombia en la Organización de Países No Alineados, empezó a jugar un rol protagónico 
en la cuenca del Caribe al propiciar diálogos de paz en Centroamérica junto a México, 
Panamá y Venezuela, el llamado grupo de Contadora” (Camacho 2010, pág. 19), sin 
entorpecer la relación que tenía con Estados Unidos. 
Sin embargo, en 1984 la delincuencia organizada en el país comenzó a ser 
protagonista junto con el fenómeno del narcotráfico, por lo que los intereses y la agenda 
colombiana se volcaron hacia el escenario interno, primando el tema social y de seguridad. 
Más de una década vivió Colombia afrontando las dificultades y los problemas que el tema 
del narcotráfico suscitó en nuestro país. Sumado a ello, la guerra interna que se estaba 
viviendo al interior del país con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC), comenzó a tener mayor atención por parte del gobierno, y fue cuando en 1998 el 
presidente electo Andrés Pastrana desarrolló una serie de reuniones con el cabecilla de las 
FARC, Manuel Marulanda Vélez, en los llamados diálogos de San Vicente del Caguán. 
El proceso de paz que se adelantó desde 1998 hasta el año 2002, contó con la 
participación de organizaciones no gubernamentales, sectores de la sociedad civil 
colombiana y extranjera, así como con el acompañamiento de varios países que sirvieron de 
moderadores para dichos diálogos; pero nada de ello culminó con la celebración de un 
acuerdo de paz; el fin del periodo de Pastrana dio por terminada la “zona de distinción” que 
abarcaba una tregua entre el gobierno y las FARC. 
El gobierno de Álvaro Uribe Vélez se negó a reconocer el conflicto armado y se 
refería a él como “amenaza terrorista” (Ardila 2012, pág. 4), en tanto que promovió junto 
con el gobierno de Perú la constitución del Comité Interamericano contra el Terrorismo; 
para implementar en su administración, el modelo de seguridad democrática para lograr la 
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legitimización y la cooperación de su esquema de defensa por parte de los Estados Unidos1. 
Además de ello, suscitó con éste último un acuerdo para el uso de siete bases militares 
colombianas por parte del gobierno estadounidense. El presidente Uribe “desconfiado de la 
diplomacia, le puso ritmo propio a la política exterior, que se movió de acuerdo con su 
visión más bien provinciana y en función casi exclusiva de su estrategia de seguridad 
interna” (Ramírez 2011). El papel de la Cancillería en cuanto al manejo diplomático y de 
relaciones internacionales con países de la región, quedó relegado al Ministerio de Defensa, 
el cual exacerbaba las diferencias ideológicas y políticas con sus vecinos al  fortalecer su 
política exterior. 
“La conjunción de toda esta gama de incidentes y desencuentros, llevaron a que al 
finalizar el gobierno de Uribe el país se encontrara en uno de los momentos de mayor 
aislamiento de Colombia a nivel internacional, en particular en su entorno inmediato” 
(Carvajal 2012, pág. 3). Por el contrario, el gobierno actual se ha abierto a la región y a las 
dinámicas internacionales, al permitir un amplio margen de maniobra de la Cancillería 
colombiana y de la diplomacia para conducir sus relaciones exteriores.  
Por un lado, se evidencia la revitalización de las relaciones con Ecuador y 
Venezuela que sirvió de entrada al reencuentro con la región suramericana. Actualmente se 
están tramitando asuntos de seguridad y comercio; y el Plan Fronteras para la Prosperidad 
permite concretar con dichos países proyectos de desarrollo en los municipios fronterizos 
más vulnerables. Por otro lado, en cuanto a “Estados Unidos, asume que ni esa nación 
puede mantener el mismo nivel de apoyo, ni a Colombia le conviene sumarse a todas sus 
políticas” (2012, pág. 10). 
Con el gobierno entrante de Juan Manuel Santos Calderón, Colombia inició una 
estrategia activa y de liderazgo regional al poner a Unasur como primer escenario del giro 
de su política exterior, además de utilizar el Consejo de Defensa Suramericano como 
plataforma para acercarse a la región inmediata. La política exterior implementada por el 
presidente Santos durante su primer periodo de gobierno 2010-2014, estuvo enmarcada 
                                                 
1
 Asimismo apoyó la invasión de Estados  Unidos a Irak a pesar de las posiciones contrarias de algunos 
vecinos, entre ellos Chile, Brasil y Argentina, “con el propósito de recabar recursos y apoyo militar para la 
lucha contra las guerrillas y el narcotráfico, y atar la seguridad a las negociaciones comerciales” (La política 
exterior de Santos frente a la de Uribe: cambios y continuidades. Párr. 8). 
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bajo el nombre Prosperidad Democrática que establecía tres pilares: más empleo, menos 
pobreza y más seguridad; dicha política se enfocó “en la consolidación y fortalecimiento de 
instituciones y políticas que a su vez respondían al ritmo de los cambios que se perfilaban 
en el sistema internacional” (Cancillería, párr. 2).  
Cabe señalar que la política exterior colombiana “hace énfasis en lograr crecimiento 
y competitividad, igualdad de oportunidades y consolidación de la paz” (Cancillería, párr. 
2), buscando una integración local y regional al diversificar su agenda y sus relaciones con 
otros Estados. Tiene su expresión práctica en la reapertura de embajadas y la apertura de 
misiones consulares con el objetivo de ampliar la presencia del país en los diferentes 
escenarios internacionales.  
Desde los últimos meses, ha sido notable la participación del gobierno y el creciente 
interés en el contexto carcelario de los colombianos que se encuentran privados de su 
libertad en el exterior, al salvaguardar los derechos y velar por el interés de sus 
connacionales, al mismo tiempo que garantizar su protección ante instancias 
internacionales; es por esto que en el presente estudio de caso será posible identificar los 
avances y retos de la política exterior colombiana, así como formular recomendaciones con 
respecto a la política pública encaminada a los nacionales detenidos en México. “En esta 
coyuntura resulta claro que la política exterior es una herramienta de política pública de la 
que no se puede prescindir, sino que constituye un poderoso instrumento de desarrollo y 
prosperidad nacional” (2012, pág. 17).  
 
1.2. La política pública y sus componentes 
Cada partido político representa no sólo una ideología, sino una postura encargada de 
determinar la política exterior de un país de acuerdo a su modelo político. Es por ello que a 
diferencia de los realistas quienes sustentan que la política exterior va encaminada hacia la 
supervivencia, garantizando su propia seguridad; los liberales por el contrario, afirman que 
no sólo estos temas involucran la política exterior, sino que la política interna también 
incide y hace parte de ésta. Es importante señalar que los asuntos internos que afectan a un 
país, afectan de igual forma las decisiones de los ciudadanos en el momento de elegir una 
política, razón por la cual el gobierno de turno debe tener precaución con las necesidades 
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que considere prioritarias, para poner a disposición una política pública encargada de diluir 
dicha problemática. 
Mediante las acciones implementadas por los gobiernos a fin de dar respuesta a las 
diversas demandas y problemáticas de la sociedad, las políticas públicas están dirigidas a 
tener una influencia determinada en los asuntos públicos. En el año 2009 dado los vacíos, 
las generalidades y las fallas encontradas en las definiciones de otros autores, Raúl 
Velásquez define el concepto de Política Pública así:  
La política pública es un proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e 
instrumentos, adelantado por autoridades públicas con la participación eventual de los 
particulares, y encaminado a solucionar o prevenir una situación definida como 
problemática. La política pública hace parte de un ambiente determinado del cual se nutre y 
al cual pretender modificar o mantener.  
 
En el querer desarrollar diversas políticas públicas y ampliar el área de acción por 
parte del gobierno, éste tiende a clasificarlas de acuerdo a su objeto a intervenir para 
encaminar sus estrategias. “Más allá de esto, las políticas deben perseguir el bien común y 
son el resultado de una participación activa de agentes sociales durante todo el proceso, 
además cuentan con los recursos e instrumentos necesarios para responder a las demandas 
sociales”. (Velásquez 2009, pág. 151).  
Con el fin de analizar a profundidad la política pública adelantada por el Gobierno 
de Juan Manuel Santos en el caso de los detenidos colombianos en México, se identifican 
cuatro elementos que desglosa la definición propuesta por Raúl Velásquez. Es un 1) 
Proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e instrumentos; 2) Proceso 
adelantado por autoridades públicas con la participación eventual de los particulares; 3) 
Proceso encaminado a prevenir o solucionar una situación definida como problemática; y 4) 
La política pública hace parte de un ambiente determinado del cual se nutre y al cual 
pretende modificar o mantener. 
Para empezar, es necesario tener en cuenta que el autor define proceso como un 
“fenómeno complejo que se extiende en el tiempo gracias a la existencia de unas 
autoridades públicas que hacen la política de manera permanente” (2009, págs. 159-160) 
por lo que la formación de la política resulta siendo la interacción permanente de la 
agendación, formulación, implementación y evaluación. 
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Hecha la anterior precisión, el primer elemento es el Proceso integrador de 
decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e instrumentos; los elementos de la política 
pública se interrelacionan entre sí generando una interacción, la cual permite entender la 
política como parte de un subsistema. De acuerdo al nivel de intervención del Estado, los 
instrumentos pueden ser estatales: como las regulaciones, las organizaciones del Estado, las 
empresas públicas; mixtos: como los subsidios, los impuestos, las contribuciones, las 
campañas y las exhortaciones; o privados: como las familias, las organizaciones 
voluntarias, la sociedad y el mercado (2009, pág. 161). 
Es indispensable que la política para que sea pública cuente con autoridades 
públicas y la participación eventual de los particulares, los cuales se definen de acuerdo a 
las competencias establecidas en las que se encuentren. Aunque no es requisito la 
participación de los particulares, ello contribuye a definir mejor los problemas para 
seleccionar los instrumentos más adecuados al momento de influir y determinar la política 
pública.  
El tercer elemento es el Proceso encaminado a prevenir o solucionar una situación 
definida como problemática, delimitada por las autoridades públicas y en ocasiones con la 
contribución de los particulares con el fin de establecer instrumentos y objetivos, capaces 
de afectar dicha situación que debe ser intervenida. Los actores públicos y privados, 
lucharán por incidir en la forma como se definan los problemas; sus ideologías, enfoques 
conceptuales e intereses afectarán el resultado (2009, pág. 165). 
Finalmente, el cuarto elemento afirma que La política pública hace parte de un 
ambiente determinado del cual se nutre y al cual pretende modificar o mantener; es decir, 
forma parte de un sistema el cual afecta la política, dado que ésta se constituye por 
diferentes componentes tales como el ordenamiento jurídico, las organizaciones públicas y 
las comunidades que se benefician o se ven afectadas (2009, pág. 167). Asimismo, se nutre 
de otros sistemas como el cultural, social, religioso, económico, entre otros, los cuales 
también generan influencia en la formulación de la política pública. 
La definición propuesta por Velásquez da cuenta que los cuatro elementos están 
interrelacionados; su agregación genera una realidad concibiendo la sumatoria de las partes 
como un todo; por consecuencia, “la política pública será exitosa cuando logre producir los 
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resultados previstos por sus autores, contribuyendo a la reducción del problema o a su 
prevención” (2009, pág. 166). 
“En el mundo real de las políticas, encontramos algunas que se alejan de lo público 
o del interés común, porque grupos particulares permean las esferas de poder para obtener a 
través de la política una ventaja en desmedro de los intereses de una colectividad” (2009, 
pág. 151). En virtud de buscar el mejor diseño de política pública capaz de solucionar el 
problema base, en muchas ocasiones se presentan conflictos de preferencias que conllevan 
a problemas entre instituciones y actores. Dicho conflicto se presenta ocasionalmente al 
interior de la administración de turno o con otras entidades, en donde muchas veces 
prevalece el bien particular sobre el bien público. Es por ello que “es necesaria una 
intervención pública y una representación política que resulta del conjunto de las luchas 
que los actores sociales y políticos libran para llegar a la solución de mayor conveniencia” 
(Roth 2009, pág. 56).  
  
1.3. Periodo Juan Manuel Santos Calderón 
Recientemente se han implementado políticas migratorias que respondan a los intereses de 
los colombianos en el exterior y al fenómeno migratorio; sin embargo, a pesar de la 
invitación del gobierno colombiano para atraer y motivar el regreso de los migrantes, la 
implementación de estrategias comenzó a funcionar con la Constitución de 1991 que 
permitió la doble nacionalidad, y la participación de colombianos residentes en el exterior 
en la elección de representantes al Congreso. (Ardila 2009, pág. 116). 
El Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia bajo la dirección del Presidente 
de la República, es el encargado de “formular, planear, coordinar, ejecutar y evaluar la 
política exterior de Colombia, las relaciones internacionales y administrar el servicio 
exterior de la República” (Decreto 3355 de 2009, pág. 2), así como generar lazos entre 
Colombia y los connacionales residentes en el exterior, además de promover y salvaguardar 
los intereses del país y de sus nacionales ante los demás actores del Sistema Internacional. 
El Estado colombiano debe hacer frente a una serie de cambios coyunturales cuyo 
beneficio requiere de la acción política -en favor del beneficio social- como mecanismo de 
solución; por consiguiente, la ejecución de marcos jurídicos capaces de regular la salida y 
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estadía de colombianos en el extranjero ha generado efectos positivos para el desarrollo del 
país. En este sentido, el gobierno nacional ha brindado una serie de herramientas como el 
programa Colombia Nos Une; y ha promulgado leyes y decretos con el propósito de 
responder a las demandas de los colombianos en el exterior al salvaguardar sus derechos.
 La migración como fenómeno diverso es el resultado de múltiples factores 
económicos, políticos y sociales en los países de origen; en tanto que la inmigración tiene 
un impacto importante en los países de destino sobre las distintas esferas del desarrollo 
(Perfil Migratorio de Colombia 2012, pág. 41). En Colombia, la institución encargada de 
realizar el registro y control de las actividades migratorias es Migración Colombia; su 
objetivo es “ejercer las funciones de autoridad de vigilancia y control migratorio y de 
extranjería del Estado Colombiano, dentro del marco de la soberanía nacional y de 
conformidad con las leyes y la política que en la materia defina el Gobierno Nacional” 
(Migración Colombia 2015, párr. 1). 
A su vez, el documento Conpes 3603 garantiza la protección y la defensa de todas 
las personas involucradas en los procesos migratorios toda vez que busca acompañar el 
proceso de retorno al país. La atención a los colombianos en el exterior tendrá como 
“principio general de intervención, la asistencia prioritaria a aquellos que se encuentren en 
situación de vulnerabilidad por efecto de su condición o situación en los países de destino” 
(Cancillería, párr. 8). 
En cuanto a la protección y atención a los colombianos que viven en el exterior, el 
primer artículo de la ley 76 de 19932 establece que cuando la comunidad colombiana en un 
país determinado supera los 10.000 habitantes, la respectiva oficina consular debe contratar 
profesionales especializados para prestar orientación y asistencia jurídica y social a los 
connacionales que allí se encuentren. Dichas ayudas están encaminadas a proteger los 
derechos humanos, otorgar asistencia consular, y velar por los intereses de la comunidad 
colombiana especialmente los de población vulnerable (2012, pág. 94). 
Con el fin de fortalecer los vínculos de los colombianos en el exterior y dar paso a 
una política migratoria orientada a labores de asistencia y protección jurídica, la Dirección 
de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al Ciudadano lanzó en el 2003 el programa 
                                                 
2
  Modificada parcialmente por la ley 991 de 2005. 
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Colombia Nos Une, creado especialmente para vincular a los colombianos en el exterior y 
hacerlos sujetos de programas y políticas públicas.  
Mediante la implementación de dicho programa se generan alianzas con otros países 
que permiten la facilidad de la migración ordenada y regulada, previniendo de esta manera 
efectos negativos de la misma. Colombia Nos Une tiene cinco ejes encaminados a: 
El fortalecimiento de la comunidad colombiana en el exterior; la adecuación de servicios y 
beneficios que contribuyen a elevar la calidad de vida de los colombianos en el exterior; el 
acompañamiento a los migrantes que retornen al país; la gestión de iniciativas para la 
migración ordenada de colombianos al exterior; la identificación y establecimiento de 
contacto con los colombianos residentes en el exterior que se distinguen por sus logros 
como empresarios, académicos o artistas, y la vinculación entre colombianos en diferentes 
partes del mundo (Redes Colombia 2014, párr. 1). 
 
Con la anterior iniciativa, se pretende identificar el flujo de connacionales que 
representan los colombianos en el exterior para conocer las necesidades de éstos y mejorar 
la calidad de vida de los mismos; se busca establecer un vínculo entre la comunidad y el 
Estado colombiano. 
La resolución 2194 de 2008 resuelve en su primer apartado la creación del comité 
para la promoción de comunidades colombianas en el exterior, cuyo fin radica en el 
estudio, la evaluación y aprobación de programas especiales de promoción con dichas 
comunidades, contando con el acompañamiento de proyectos a través de los consulados 
(Resolución 2194 de 2008, pág. 1) debido al trabajo que éstos ejercen al consolidar la 
confianza entre migrantes colombianos y el Estado, con motivo de dar a conocer a través de 
los equipos de trabajo sus necesidades.  
El Congreso de la República de Colombia a través de la Ley 1465 de 2011 crea el 
Sistema Nacional de Migraciones (SNM); como un conjunto armónico de instituciones, 
normas, procesos, planes y programas, desde el cual se deberá acompañar el diseño, 
ejecución, seguimiento y evaluación de la Política Migratoria (Ley 1465 de 2011, pág. 1). 
Su propósito es fortalecer los vínculos del Estado con las comunidades colombianas en el 
exterior, a efecto de mejorar las condiciones y elevar el nivel de calidad de vida de los 
connacionales teniendo en cuenta los aspectos de emigración e inmigración. Apoyando la 
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mencionada ley, “el decreto 4976 de 20113 está destinado a suministrar soporte y apoyo 
económico al Ministerio de Relaciones Exteriores en los casos especiales en que los 
nacionales colombianos en el exterior requieran asistencia y protección” (2012, pág. 96), 
bajo la supervisión y por pedido de la oficina consular. 
 
1.4. En materia consular 
Como presidente de Colombia, Santos asumió en su primer gobierno el Plan Nacional de 
Desarrollo “Prosperidad para Todos”, que el Ministerio de Relaciones Exteriores tuviera 
como objetivo el principio de coherencia en el trato a los migrantes y sus familias, 
priorizando la temática migratoria en todas las entidades, promoviendo el trabajo 
interinstitucional que garantice un impacto social de forma eficaz y eficiente (Cancillería, 
párr. 2). 
No se puede desconocer que el tema relacionado con el desplazamiento de 
colombianos hacia el exterior y los connacionales que allí residen representan para el 
gobierno colombiano no solo una preocupación, sino una responsabilidad capaz de orientar 
los actos de la administración; esto se ha visto reflejado con la implementación de la ley 
1565 de 2012 la cual establece los lineamientos, las disposiciones y los incentivos para el 
retorno de aquellos colombianos residentes en el exterior.  
A fin de favorecer condiciones óptimas para el mejoramiento integral de la calidad 
de vida de los colombianos en el exterior, el gobierno nacional ha liderado diversas líneas 
de acción. Ello quedó demostrado en la fijación de los programas de política pública a fin 
de armonizar los objetivos de las regiones con los de la nación dentro del Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014, que tiene como misión el fortalecimiento de la política exterior, así 
como la promoción de vínculos con los colombianos en el exterior (Pág. 2). Del mismo 
modo y apoyando lo mencionado, dentro de los objetivos estratégicos planteados, hay un 
inciso que hace referencia a la promoción de la política migratoria y al fortalecimiento del 
servicio consular e institucional de la cancillería. 
                                                 
3
 Por medio del cual se reglamenta el “Fondo Especial para las Migraciones”  del Sistema Nacional de 
Migraciones y se dictan otras disposiciones (Decreto 4976 de 2011, pág. 1). 
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La muy dinámica política exterior aplicada durante el primer gobierno del 
presidente Santos se ve hoy día reflejada en la prolongación de su administración, dado que 
dentro del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, se recalca la 
importancia de la relación con los países de la región, en donde éstos seguirán recibiendo 
una atención prioritaria para posicionar la visión estratégica de Colombia en asuntos de 
política internacional en los foros globales (Pág. 500). Asimismo, se continúa trabajando 
para promover y asegurar los intereses nacionales a través de la política exterior y la 
cooperación internacional, con la intención de ubicar mejor a Colombia en las nuevas 
realidades y oportunidades regionales e internacionales, y diversificar las relaciones del 
país a través de seis estrategias4 planteadas en el Plan de Desarrollo actual. 
Una de ellas, consiste en fortalecer la política migratoria y el servicio consular con 
el propósito de “ampliar la atención e integración de los colombianos en el exterior y 
retornados, y facilitar la movilidad y la seguridad de los migrantes” (PND 2014-2018, pág. 
542); la tarea que se tiene con este programa es vincular a los colombianos en el exterior 
con el servicio de asistencia consular, para apoyarlos y acompañarlos en su estadía fuera 
del país mediante el fortalecimiento de  las instituciones nacionales. 
En Colombia, mediante el Ministerio de Relaciones Exteriores se ha hecho especial 
énfasis en la importancia de la implementación de políticas públicas por parte del gobierno 
de Juan Manuel Santos Calderón, con la intención de trabajar en situaciones definidas como 
problemáticas para darles solución. A través de la Dirección de Asuntos Migratorios, 
Consulares y Servicio al Ciudadano del Ministerio de Relaciones Exteriores, se ha 
desarrollado la política de asistencia a connacionales la cual está diseñada para ayudar a los 
colombianos detenidos en el exterior, “teniendo en cuenta los instrumentos internacionales 
y la legislación interna de acuerdo a la política exterior Colombiana” (Ministerio de 
Relaciones Exteriores [MRE] 2011, pág. 2).  
                                                 
4
 La primera es la diversificación de la agenda de política exterior hacia sectores del desarrollo nacional; la 
segunda consolidará la presencia de Colombia en instancias internacionales; la tercera reforzará la política 
migratoria y el servicio consular; la cuarta prevé impulsar el desarrollo social y económico de las regiones 
fronterizas; la quinta fortalecerá institucionalmente las entidades del sector de  Relaciones Exteriores; y la 
sexta, consolidará la oferta y la demanda de cooperación internacional (Plan Nacional de Desarrollo [PND] 
2014-2018, págs. 541-543). 
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Lo anterior se desarrolla por medio de una oficina consular, quien es la encargada 
de asistir y brindar colaboración a sus ciudadanos conforme a lo establecido en la 
Convención de Viena Sobre Relaciones Consulares de 19635; en lo que respecta al marco 
legal de las relaciones diplomáticas entre los Estados que la suscriben, tiene como finalidad 
garantizar que las oficinas consulares desempeñen con eficacia las funciones en nombre de 
sus respectivos países (Organización de Estados Americanos [OEA] párr. 6). 
Los consulados deben fomentar y permitir el acercamiento de los migrantes, las 
comunidades, las organizaciones y asociaciones de nacionales en el exterior, en efecto de 
promover escenarios que beneficien su condición. Una de las funciones de los consulados 
colombianos es “formular y ejecutar actividades de protección de los derechos 
fundamentales de los colombianos en el exterior y ejercer ante las autoridades del país 
donde se encuentran, las acciones pertinentes,  de conformidad con los principios y normas 
del Derecho Internacional” (Decreto 3355 de 2009, pág. 6).  
Es por esto que la visión de Colombia en materia de asistencia consular a la que le 
apuntó el gobierno de Juan Manuel Santos, reconoce el establecimiento de un vínculo entre 
Estado y colombianos en el exterior, haciendo énfasis en la importancia de identificar 
intereses y necesidades para implementar mecanismos que mejoren la calidad de vida de 
éstos.   
En algunos países la cantidad de detenidos colombianos en las cárceles extranjeras 
requiere la asistencia del Estado colombiano de inmediato, por lo que el Consulado brinda 
asesoría jurídica, social y toda la requerida por los connacionales para llevar de manera 
oportuna y adecuada su proceso penal. No obstante, el Ministerio de Relaciones Exteriores 
hace énfasis en que los consulados colombianos no deben asumir la defensa de los 
detenidos en el exterior, sino que ésta debe ser asumida por el abogado del connacional; y 
en caso dado que no cuente con el medio económico para sufragarla, será defendido por un 
abogado de oficio otorgado por el Estado receptor (MRE 2014, párr. 7). Sin embargo, el 
Consulado cuenta con una firma de asesoría jurídica a disposición de los abogados de los 
detenidos, con el fin de proporcionar orientación y asistencia legal para colaborar con los 
procesos que se instruyen en contra. 
                                                 
5
 Entró en vigor el 19 de marzo de 1967 y fue aprobada en Colombia por la Ley 17 en 1971. 
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El número de colombianos es altamente significativo en México debido a que éstos 
desconocen la pena que se impone por delito cometido, es decir, la ley no es tan “blanda” 
como acá, y la aplicación de las sanciones son realmente significativas; el 60% de éstas se 
asocian con delitos menores y sólo el 12% de las mismas se vincula con delitos graves 
como homicidio, violación y robo violento (Informe EPU Sistema Penitenciario 2013, pág. 
3). En ese orden de ideas y teniendo en cuenta el incremento de colombianos detenidos en 
el exterior, es necesario hacer énfasis en la política pública adelantada por el gobierno 
Santos en materia de asistencia consular, para el caso de los connacionales que se 
























2. DETENIDOS COLOMBIANOS EN MÉXICO 
 
Las políticas públicas son una parte fundamental del accionar gubernamental al ser las 
herramientas que materializan las decisiones de las autoridades públicas. Son dichos 
instrumentos a través de los cuales el Estado debe cumplir con los principios que señala la 
Constitución, en función de salvaguardar y proteger los intereses de los ciudadanos. 
La migración de los colombianos en el exterior se ha incrementado notoriamente en 
los últimos años, y ello conlleva a la implementación de políticas consulares. Si bien 
existen programas de gobierno como la plataforma Colombia Nos Une, también la presente 
administración Santos adelantó una política pública encaminada a identificar la población 
detenida, con el fin de reconocer sus demandas, necesidades e inquietudes, en aras de 
mejorar la calidad de vida de los compatriotas privados de libertad fuera de las fronteras 
colombianas. 
Por tal razón, la Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al 
Ciudadano del Ministerio de Relaciones Exteriores, es la encargada de establecer la 
secuencia de actividades requeridas para proteger y asistir a los colombianos, al 
“implementar políticas consulares más efectivas para brindar asistencia y protección a los 
connacionales en el exterior” (MRE 2011, pág. 2). Con respecto a la base reglamentaria que 
legisla el procedimiento del Ministerio, la ley 76 de 1993 permite adoptar medidas de 
protección a los colombianos en el exterior a través del servicio consular; teniendo éste por 
objeto la protección en el extranjero a las personas e intereses de sus nacionales; y la 
protección de los derechos de los colombianos -con arreglo a las leyes del país- a los 
Tratados públicos y al Derecho de Gentes (Decreto 453 de 1930, pág.1). 
Para complementar la labor del Estado colombiano, mediante el decreto 1974 de 
1995 se creó en su primer artículo el Comité Interinstitucional para la Asistencia a los 
colombianos en el exterior, como un organismo adscrito al Ministerio de Relaciones 
Exteriores, el cual “recomendará al Gobierno Nacional políticas de asistencia a los 
colombianos en el exterior y propondrá campañas preventivas y de promoción de las 
comunidades residentes en el exterior, para la preservación de sus derechos fundamentales 
y de los valores inherentes a su nacionalidad” (Decreto 1974 de 1995, pág. 3). 
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De ahí que la importancia y la responsabilidad del gobierno se vean reflejadas en el 
conjunto de normas legislativas que se han consolidado, a fin de promulgar el compromiso 
con los derechos de los ciudadanos que residen en el extranjero; muestra de ello es el 
primer artículo de la ley 1322 de 2009 que autoriza la prestación del servicio de auxiliar 
jurídico ad honórem en las representaciones en el exterior, para brindar apoyo técnico en el 
área solicitada. 
 En este orden de ideas y como se expuso en el capítulo anterior, la ley 1465 de 
2011 establece la prioridad que se le debe dar a la asistencia y al mejoramiento de la 
calidad de vida de los colombianos que se encuentran en el exterior. Por consiguiente, con 
la creación del Sistema Nacional de Migraciones por parte del gobierno del presidente 
Santos, se fortalecen los canales de comunicación, participación e integración de los 
migrantes colombianos, así como las redes y asociaciones de colombianos en el exterior; 
asimismo, se propone allí la implementación de mecanismos para el asesoramiento jurídico 
en materia penal a los connacionales encarcelados y/o condenados en cárceles del exterior. 
(Ley 1465 de 2011, pág. 2).  
 
2.1. La asistencia consular colombiana en materia de detenidos 
El propósito fundamental de la política consiste en prestar asistencia sobre consultas 
relacionadas con temas migratorios, servicios sociales, trámites, entre otros; así como asistir 
a fallecidos, menores; casos de repatriación6 y localizaciones7, y en el caso de los 
detenidos–extraditados, se realiza una “visita consular con el fin de atender sus solicitudes 
y garantizar el respeto de sus derechos humanos y procesales” (MRE 2013, pág. 4). 
El procedimiento de la política de asistencia a nacionales “inicia con la 
identificación de la necesidad o solicitud de asistencia y protección del connacional, y 
culmina con la gestión consular” (MRE 2013, pág. 3); lo anterior con ayuda de 
instrumentos internacionales, y en virtud de la legislación interna de acuerdo a la política 
exterior adelantada. La finalidad de la intervención consular en materia jurídica, radica en 
coordinar acciones y desplegar esfuerzos de la Cancillería a través de la coordinación de 
                                                 
6
 Proceso que garantiza el retorno de colombianos en el exterior, previa confirmación de su condición de 
vulnerabilidad y falta de recursos para costear su regreso. 
7
 Ubicación de colombianos desaparecidos en el exterior o familiares en Colombia de personas en  el exterior. 
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apoyo a los consulados en el exterior, dirigidos a proteger mediante apoyo, socorro y 
prevención a los colombianos que allí se encuentren (MRE 2011, pág. 2).  
La asistencia a connacionales detenidos en el exterior inicia con la información 
suministrada por la autoridad local, algún familiar de la persona, el recluso o a través del 
escritorio de Bogotá sobre la medida cautelar efectuada hacia un colombiano. 
Paralelamente, se registran los datos proporcionados para tener mayor información sobre el 
tema, abriendo de esta manera un expediente físico y virtual8 a fin de dar seguimiento al 
caso; se brinda acompañamiento durante todo el proceso hasta cuando el nacional deje de 
requerirlo. En ocasiones se realizan visitas9 a los centros de reclusión donde se encuentran 
los colombianos con el objetivo de brindarles asesoría y asistencia jurídica y social.  
Los funcionarios consulares tienen derecho a establecer comunicación con sus 
nacionales arrestados; a ser informados sin retraso de la detención; poder visitar y 
comunicarse por correspondencia o telefónicamente con el detenido en todas las etapas del 
proceso; gestionar la representación jurídica de su nacional detenido (Manual sobre Acceso 
y Notificación Consular [MANC] 2014 pág. 11), y proporcionar otras formas de ayuda 
humanitaria, jurídica o de protección, siempre y cuando el apresado lo autorice por escrito o 
en un acto formal. 
Los extranjeros deben ser procesados con las mismas leyes y garantías por las 
cuales se rige el proceso de un nacional en México, la asistencia consular está limitada, en 
tanto “no sustituye a la defensa legal y los cónsules no están facultados para fungir como 
abogados de sus connacionales” (MANC 2014, pág. 12) por lo tanto, los cónsules no están 
facultados para desempeñarse como abogados de sus nacionales. No obstante, el  Ministerio 
de Relaciones Exteriores cuenta con apropiaciones presupuestales asignadas a la Dirección 
de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al Ciudadano por concepto de servicios de 
protección a connacionales en el exterior, el cual incluye costear una firma de abogados que 
brinden asesoramiento requerido. 
                                                 
8
 Con el fin de llevar un registro actualizado y en línea con los consulados sobre los ciudadanos colombianos 
detenidos en cárceles extranjeras, el MRE creó una herramienta informática de gran utilidad, SISDET: 
Sistema de Detenidos Colombianos en el Exterior (MRE 11, pág. 4). 
9
 Se debe pedir previa autorización a la institución encargada para poder efectuar la visita. 
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En cierto  modo, la ayuda consular oportuna asegura que los colombianos que están 
llevando a cabo un proceso penal con la justicia -ya sean averiguaciones previas, auto de 
formal prisión o encarcelamiento- reciban un trato justo y equitativo por parte de las 
autoridades competentes de impartir justicia. En este sentido, los detenidos y reos 
extranjeros tienen derecho a: 
“Ser informados, sin demora, por la autoridad o funcionario ante quien se presente el 
detenido sobre su derecho a comunicarse con su consulado. Decidir si desea que el 
consulado sea contacto o no, la notificación consular deberá ser automática y obligatoria . 
Pedir que la autoridad o funcionario ante quien se presenta el detenido se comunique sin 
retraso al consulado. Comunicarse libremente con su consulado. Aceptar o rehusar cualquier 
ayuda consular” (MANC 2014, pág. 11). 
 
2.2. En el caso mexicano 
A lo largo de la historia, Colombia y México han contribuido de forma conjunta a la 
creación de mecanismos de integración y cooperación en la región, con el fin de favorecer y 
lograr intereses comunes que beneficien el comercio entre éstos. Ejemplo de ello fue la 
creación en 1983 del Grupo de Contadora; el Grupo de Río fundado en 1986 y el Grupo de 
los Tres que entró en vigor en 1995; los cuales buscaban profundizar las relaciones 
económicas a través de la creación de un mercado amplio para los servicios y productos 
generados en dichos territorios, al mismo tiempo que buscaba promover la paz en la región, 
en medio de los conflictos armados en los que se encontraba. 
La importancia de México para Colombia no sólo radica en los convenios 
bilaterales y relaciones comerciales que sostienen; por una parte, gracias al Tratado de 
Libre Comercio suscrito por ambos países en 1995, “el comercio bilateral es hoy diez veces 
mayor que hace dos décadas; Colombia es el segundo socio comercial de México en 
América Latina y es también, un atractivo destino para las inversiones mexicanas, que en 
2014 sumaban más 7 mil millones de dólares” (El Espectador, 2015). Sumado a ello, la 
Alianza del Pacífico constituida en el 2011 por Chile, Colombia, México y Perú como un 
mecanismo de integración regional para diversificar las exportaciones, el crecimiento, la 





“[…] construir, de manera participativa y consensuada, un área de integración profunda para avanzar 
progresivamente hacia la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas; impulsar un mayor 
crecimiento, desarrollo y competitividad de las economías de las Partes, con miras a lograr mayor bienestar, 
superar  la desigualdad socioeconómica e  impulsar la inclusión social de sus habitantes” (Alianza para el 
Pacífico, 2013). 
 
Por otra parte, la situación actual que vive México con respecto al narcotráfico y el 
conflicto armado, es un asunto que aún repercute en la sociedad colombiana, sin embargo, 
los esfuerzos por cooperar y favorecer el entorno mexicano son visibles cada día, sobre 
todo en la lucha contra el crimen organizado. Con el gobierno de Uribe, mediante el ingreso 
al Plan Puebla-Panamá10, Colombia “ofreció cooperación a varios países centroamericanos 
mediante la entrega de plantas de biocombustibles y la transmisión de experiencias sobre 
producción, transformación, distribución y comercialización de etanol y biodiesel” 
(Ramírez 2011).  
Con Santos se ha profundizado además la capacitación de organismos de seguridad 
mexicanos y centroamericanos para luchar contra el delito organizado y el narcotráfico, y 
se ha reforzado la relación con México como una balanza frente a Brasil (2011, párr. 16). 
El presidente ha reiterado continuamente la importancia de trabajar colectivamente con su 
homólogo mexicano Enrique Peña Nieto, dado que dichos problemas también han afectado 
a Colombia11, por lo que considera necesario fortalecer las acciones bilaterales en pro de las 
dificultades y de los objetivos comunes.  
Una muestra de ello, es la firma de tres acuerdos: “el Tratado de Extradición, el 
Protocolo Modificatorio al Acuerdo de Cooperación en Materia de Asistencia Jurídica y el 
Tratado sobre Traslado de Personas Condenadas para la Ejecución de Sentencias Penales” 
(Secretaria de Relaciones Exteriores [SRE] 2011, párr. 3) del primero de agosto del año 
2011. Empero, se prestó mayor atención al tratado de extradición, puesto que el Gobierno 
colombiano considera la lucha contra el crimen organizado como una lucha global, la cual 
debe ser atacada con instrumentos efectivos y de forma conjunta. 
                                                 
10
 Transformado en 2008 en el Proyecto de Integración y Desarrollo de Mesoamérica (Ramírez 2011). 
11




Existen ciertos países en los cuales Colombia tiene mayor interés dentro de esta 
política pública dado que cuenta con un mayor número de migrantes. Según las cifras del 
MRE a través de Migración Colombia "en el año 2013 el principal destino de los 
colombianos fue Estados Unidos, seguido de Venezuela, en tercer lugar se ubica Ecuador, 
al que le siguen Panamá, México y España” (Boletín Migratorio Enero 2013, pág. 5); el 
mismo estudio demostró que el país que más aumento porcentual presentó en cuanto la 
cifra de migrantes fue México. Migración Colombia registró que durante el año 2013 
salieron 220.071 colombianos a México. (Boletín Migratorio Diciembre 2013, pág. 5). 
  
Gráfica 1. Principales destinos de viajeros colombianos. 
 
Fuente: (Boletín Migratorio Diciembre 2013, pág. 6) 
 
En Colombia los efectos de la globalización se han reflejado en el drástico aumento 
de emigrantes colombianos, producto de la profundización del conflicto armado interno y la 
situación económica que padeció el país en la década de los ochenta y noventa. “Al 
comparar los principales destinos de colombianos entre enero de 2012 y enero de 2013, se 
concluye que México es el país que más aumento porcentual presentó con el 77,2%”. 
(Boletín Enero 2013, pág. 5). Para diciembre de 2014, México ocupó el quinto lugar de 






Gráfica 2. Principales destinos de los viajeros colombianos. 
 
Fuente: (Boletín Migratorio Enero 2013, pág. 5) 
 
México tiene una larga tradición migratoria como país de origen, de tránsito y 
destino; en su mayoría estos migrantes son centroamericanos, sudamericanos y en menor 
medida originarios de África y China (México Políticas Públicas beneficiando a los 
migrantes. 2011. Pág. 6). Dentro de los primeros lugares de procedencia de colombianos 
durante el año 2012, se encuentra México en el sexto puesto con un porcentaje del 5,1%; 
sin embargo, para el periodo enero 2012 – enero 2013, México varió significativamente 
aumentando un 86,2%. (Boletín Enero 2013, pág. 6). 
Gráfica 3. Principales lugares de procedencia de colombianos. 
 
Fuente: (Boletín Migratorio Enero 2013, pág. 6) 
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Dentro de los países en los que se aplican sanciones contra colombianos, se destaca 
Estados Unidos, Chile, Panamá y México. El caso de éste último es especial porque en 
cuanto a las medidas migratorias, México fue el país que con mayor frecuencia aplicó la 
medida de inadmisión a colombianos extranjeros; esto debido a que en noviembre de 2012 
se anunció la supresión de visas para nacionales de Colombia, y ello generó que el número 
de connacionales aumentara -ya sea para escoger a México como país de destino, o como 
país de transición para poder llegar a Estados Unidos-. 
 
Gráfica 4. Colombianos inadmitidos por país de procedencia. 
 
Fuente: (Boletín Migratorio Enero 2013, pág. 6) 
 
Además de lo mencionado anteriormente, durante el 2011 y el 2012 Colombia 
ocupó el octavo puesto en cuanto a número de extranjeros que son devueltos por el Instituto 
Nacional de Migración mexicano, conforme a los criterios que las autoridades así lo 
estipulen (Estadística Migratoria 2012, pág. 32). Empero, vale la pena resaltar que el 
Instituto Nacional de Migración de México lanzó un programa de regularización migratoria 
que entró en vigor en el 2008 y estuvo vigente hasta mayo del 2011; el objetivo era 
“brindar facilidades a los extranjeros que viven de manera irregular en territorio nacional 
para que puedan regularizar su situación y obtener su documentación migratoria” (Quinto 
informe de labores 2011, pág. 6). El programa aplicó para los extranjeros que ingresaron a 
México antes del 1° de enero de 2007; y benefició a un total de 2.589 extranjeros, dentro de 
ellos 231 eran colombianos (2011, pág. 6). 
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Cuadro 1. Extranjeros devueltos por el INM, según país de nacionalidad. 
 
Fuente: (Estadística Migratoria 2012, pág. 32) 
 
De acuerdo a resultados revelados por una investigación realizada por Caracol 
Radio sobre el trabajo consular del Ministerio de Relaciones Exteriores, el número de 
colombianos detenidos en el exterior es de 16.745, principalmente en países como Estados 
Unidos, México, Brasil, Venezuela, Panamá y España (Caracol, 2014), en la mayoría de los 
casos por la comisión de delitos relacionados con narcotráfico, delincuencia organizada y 
robo. El director de Asuntos Consulares de la Cancillería, Luis Álvaro Calderón, hizo 
hincapié en que las personas detenidas en el exterior se encuentran entre los 20 y 35 años, 
generalmente de estratos bajos, sin poder precisar la distinción de género por lo que ésta 
llega a ser similar; además resaltó que el país destina para la atención humanitaria cerca de 
$6.000 millones de pesos anuales (Caracol, 2014). 
Cuadro 2. Países de Destino de viajeros colombianos, según sexo. 
 
Fuente: (Migración Colombia, flujos migratorios diciembre 2014, pág. 4) 
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Un artículo publicado el 14 de octubre del año pasado por el periódico “El Tiempo”, 
reveló que según cifras de la Cancillería, hay 2.029 colombianos en cárceles del mundo por 
el delito de robo, al ser atrapados como apartamenteros, carteristas o escaperos -ladrones 
que aprovechan el descuido en boutiques o locales comerciales para robar- (2014, párr. 3). 
Muchos de ellos no tienen antecedentes judiciales en Colombia y otros tantos no han 
robado en el país, pues el artículo atestiguó que los ladrones internacionales colombianos 
consideran que las penas impuestas por otros países son blandas, razón por la cual comente 
el delito. El grupo especializado de investigadores de la Sijín de la Policía Metropolitana de 
Bogotá, afirma que en algunos casos se trata de organizaciones con nexos locales e 
internacionales y que en países como México y Argentina, los grupos están constituidos por 
no más de ocho integrantes, desvirtuando la teoría de la constitución de 
megaorganizaciones en el exterior (2014, párr. 13). 
 
2.3. La asistencia consular de México a extranjeros detenidos 
Una vez la persona es detenida o privada temporalmente de su libertad conforme a una 
orden expedida por la autoridad competente, comienza el proceso de protección consular 
basado en las acciones, gestiones, buenos oficios e intervenciones que realizan los 
funcionarios consulares y diplomáticos para salvaguardar dichos intereses y derechos 
(MANC 2014, pág. 10). Asimismo, las funciones consulares consagradas en la Convención 
de Viena establecen que los extranjeros detenidos tienen derecho a comunicarse y buscar 
ayuda y asistencia de su consulado, a fin de que el proceso que estén enfrentando sea 
legítimo y garantice la protección de su integridad.  
Para ilustrar el procedimiento para las detenciones y arrestos que se le efectúan a un 
extranjero, el Manual sobre Acceso y Notificación Consulares de la Secretaria de 








Gráfica 5. Proceso de notificación consular en arrestos de extranjeros. 
 
Fuente: (MANC 2014, pág. 16) 
 
2.4. Asistencia consular de Colombia 
En México, la autoridad responsable de hacer la notificación de detención es el Ministerio 
Público12. El extranjero –independientemente de su estatus migratorio- es quien decide si 
las autoridades deben notificar o no ante su consulado la detención, ello deberá hacerlo 
constar por escrito, a fin de que la voluntad del detenido quede fehacientemente acreditada 
(MANC 2014, pág. 24).  
Los funcionarios gubernamentales responsables de la detención deben asegurarse 
que se haga la notificación consular. De acuerdo al manual consular mexicano, permitir a 
un extranjero el acceso a un teléfono -sin adoptar otras medidas- no será suficiente para este 
propósito, razón por la cual deben asegurarse que el extranjero pueda hacer contacto con 
                                                 
12
 Se encarga de investigar los delitos denunciados con base en pruebas, así como ejercer la acción penal a fin 
de cumplir la voluntad de la ley para la persecución de los delitos y el ejercicio de la acción penal 
(Procuraduría General de la República [PGR] 2011, párr. 2-4).  
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sus funcionarios consulares (2014, págs. 24-26). Una vez el consulado o la embajada 
respectiva sea notificada de la detención de su connacional, con el objetivo de salvaguardar 
los derechos de éste, y velar y vigilar el cumplimiento del debido proceso que se lleve a 
cabo durante el transcurso del asunto, dicho manual establece que éstos podrán: 
Comunicarse con el detenido y realizar una o más visitas consulares para hablar sobre sus 
necesidades y su situación. Ayudar en la representación legal, supervisar la evolución del 
caso y tratar de asegurarse de que el extranjero reciba un juicio justo. So licitar a las 
autoridades mexicanas penitenciarias información sobre las condiciones del detenido, y 
ofrecerle a éste material de lectura, comida, medicina u otros elementos para cubrir sus 
necesidades, si las normas penitenciarias así lo permiten. Contactar a la familia del detenido, 
para informarles sobre su situación. (MANC 2014, pág. 28).  
 
Lo anterior sería ideal si pudiera hacerse en estos procesos, sin embargo, es bastante 
alejado de la realidad con respecto a lo que sucede en el caso de los detenidos colombianos 
en México porque en algunas ocasiones la notificación al consulado se hace -en un 
principio- por vía telefónica, mientras que el escrito demora más tiempo en ser recibido. 
Cabe resaltar que desde el caso de liberación de la francesa Florance Cassez13 -acusada por 
el delito de secuestro- la notificación consular ha cambiado notoriamente dado que tratan 
de no cometer fallas en el momento de la aprehensión, y apegarse al debido proceso; por 
otro lado, a petición de los detenidos colombianos el consulado expide un oficio con la 
fecha en la que fue notificado, a fin de favorecer y contribuir en el proceso de estos14. 
Como representación de un país en otro, el consulado debe acatar y sujetarse al 
procedimiento y a la soberanía de la autoridad; además de esto y de acuerdo a la entrevista 
realizada a Carlos Sánchez, asesor y encargado del escritorio de México en Bogotá, otro 
factor a tener en cuenta es la destinación económica por parte del gobierno. Ahora bien, la 
resolución 7363 de 2014 resuelve que: 
“La Dirección de asuntos migratorios, consulares y servicio al ciudadano durante el primer 
trimestre de cada año solicitará a las oficinas consulares de Colombia en el exterior, sus 
necesidades para el año siguiente respecto de: Labores de protección a connacionales en el 
exterior; labores de promoción de comunidades colombianas en el exterior; y 
fortalecimiento de políticas públicas para la vinculación y atención de colombianos en el 
exterior a nivel internacional” (Pág. 2). 
 
                                                 
13
 Liberada dado que se violó el debido proceso; no fue presentada de inmediato ante un MP; fue retenida por 
horas y utilizada al día siguiente para recrear por televisión –“en directo”- su detención (El País 2013). 
14
 Dato conocido de manera informal, debido a la práctica profesional realizada por el investigador en el 
Consulado General de Colombia en México; de enero hasta julio  del 2014. 
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No obstante, dicha distribución es insuficiente debido a dos razones. La primera, 
porque el Ministerio destina un solo presupuesto al consulado, pretendiendo abarcar a 
México como un país unitario, sin contemplar los otros 31 estados federados –algunos 
geográfica y poblacionalmente más representativos- que lo componen. De ahí se desprende 
la segunda razón: el tema de desplazamiento hasta los centros de reclusión por parte del 
equipo consular, o el costo de suministrar utensilios y ayudas que los detenidos 
colombianos requieren para cumplir sus carencias, es escaso. Pero por lo pronto, como lo 
reveló Carlos Sánchez, “el problema es que nosotros estamos sujetos ya que no tenemos 
mucho económicamente; entonces la idea es hacer lo mejor con lo que tenemos” 
(Ministerio de Relaciones Exteriores. 25 de marzo de 2015, Bogotá).  
 
2.5. Colombianos detenidos en México 
A pesar de la ventaja que existe con México al ser un país hispano, tener el mismo idioma y 
compartir unos valores culturales comunes, el hecho de tener un sólo consulado para todo 
el Estado complica un poco la actuación de éste, pues al tener un territorio geográficamente 
extenso, resulta difícil cubrir de manera óptima todas las necesidades y peticiones de cada 
detenido debido al arduo desplazamiento que deben hacer los funcionarios consulares en el 
momento de visitarlos o realizar las respectivas comisiones. 
Por ello, la asistencia primordial que realiza el consulado está focalizada en la 
atención telefónica y escrita; a través del teléfono se comunica el asesor, el vicecónsul o la 
cónsul con el detenido o las autoridades mexicanas cuando el tema a tratar sea apremiante, 
mientras que los oficios, son un escrito de manera oficial en el que muchas veces se solicita 
una petición o información que requiere una respuesta formal.  
Como la figura del consulado representa los intereses del Estado y de sus 
nacionales, al ser un actor invitado de buena fe en los países extranjeros no puede 
entrometerse en los asuntos y las legislaciones de cada país; sin embargo, es deber de los 
consulados apoyar al connacional y muchas veces intervenir cuando ello así lo amerite. 
Pese a los acuerdos internacionales que faculta al consulado, éste debe estar sujeto a las 
decisiones judiciales de México dado que ellos son las autoridades calificadas, y hay que 
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respetar las decisiones y las medidas que tomen en consideración al derecho interno e 
internacional, en el momento de aplicar una medida contra un conciudadano. 
Alrededor del 65%15 de los colombianos encarcelados en México son personas 
arrestadas por el delito de robo a casa habitación en modalidad de pandilla, que entran al 
país en calidad de turistas por el aeropuerto internacional de Ciudad de México y Cancún, 
resultando ser la capital defeña el estado con mayor número de reclusos. El titular de la 
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal16, informó a medios de comunicación 
mexicanos que de enero a septiembre del año anterior se han capturado 38 personas de 
origen colombiano, dedicadas al robo (Excélsior 2014, párr. 1).  
La situación de la mayoría -por no decir de todos y caer en una falacia de 
generalización apresurada- de los colombianos detenidos en México es bastante vulnerable, 
debido a las quejas que se reciben telefónicamente o las manifestadas en el momento de 
realizar una visita. Por mencionar algunas, estas corresponden a: el trato de los custodios y 
la corrupción que en el reclusorio hay; la falta oportuna de atención médica; la violación al 
debido proceso y a los derechos humanos en el momento de la aprehensión; el problema de 
hacinamiento; el poco interés de ayudar por parte de los trabajadores sociales; las 
insuficientes visitas que realiza el Consulado; la falta y los problemas de comunicación con 
el exterior; la labor limitada del Consulado; la ineficiente e ineficaz gestión de las 
autoridades mexicanas y del sistema de justicia mexicano; y la carencia de las instituciones 
colombianas17, entre otras.  
El tema más alarmante y tal vez sobre el que más ha presionado el consulado 
colombiano gira en torno a la masiva violación de los derechos humanos y el debido 
proceso. Ha sido un trabajo en conjunto con la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos y las comisiones pertenecientes a cada estado de México, las cuales han 
desempeñado en diversos asuntos un papel importante para garantizar a los reclusos, en 
                                                 
15
 Porcentaje estimado por la autora, dado el trabajo de campo que realizó en el Consulado de Colombia en 
México durante una práctica profesional. 
16
 El objetivo fundamental es continuar denodadamente en la persecución del delito, atendiendo las 
necesidades especiales de los diversos grupos para abatir la inseguridad jurídica y la impunidad (Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal [PGJDF] 2014, párr. 3). 
17
 Quejas que apreció la investigadora en el momento de atender las llamadas telefónicas y realizar las visitas 
consulares, mientras realizaba su pasantía. 
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especial a los inmigrantes, el respeto a éstos y evitar al máximo el abuso policiaco, sin 
embargo sigue siendo una situación cotidiana y reiterativa.  
 
2.6. El sistema de justicia mexicano 
El sistema judicial ha estado cuestionado por los problemas de corrupción que agobian al 
país en cuanto a las autoridades mexicanas se refiere. Las controversias referencian el mal 
uso que hacen los funcionarios públicos de sus recursos, así como de sus atribuciones 
indebidas en muchos casos; en particular, el provecho económico que éstos sacan dentro 
del sistema penal de México. 
Las fallas del sistema penitenciario debido a una sobrepoblación en las cárceles por 
la saturación de la estructura judicial, no da abasto para sentenciar oportunamente a toda la 
población encarcelada.  
“Esta situación refleja que en los primeros eslabones del proceso impere una lógica de 
trabajo por cumplimiento de metas, donde más personas detenidas y procesadas es igual a 
mejores resultados. Bajo esta premisa los cuerpos de seguridad estarían presentando un alto 
número de gente inocente, permitiendo además actos de corrupción que constituyen la salida 
cotidiana de aquellos verdaderamente responsables que sí fueron contactados por los 
cuerpos de seguridad y las primeras instancias judiciales” (Índice Global de Impunidad 
[IGI] 2015, pág. 63) 
 
Dos documentales realizados por Roberto Hernández18 y su esposa Layda Negrete  
en colaboración de la división de estudios jurídicos del centro de investigación y docencia 
económicas, A.C. (CIDE), buscan generar un impacto en la comunidad mexicana al 
exponer el sistema penitenciario. Ambos ilustran las deficiencias de éste; por un lado, el 
objetivo principal de El túnel “es aclarar la percepción que se tiene del sistema de justicia y 
los tribunales penales en México, mostrando cómo los juzgados están comunicados a través 
de un túnel con las cárceles, para que el espectador tenga un criterio más amplio sobre el 
mismo” (Video documental el Túnel [YouTube] 17 de abril de 2012), a fin de promover en 
los espectadores una reforma jurídica19 a través de la cual dichos procesos no sean 
impersonales, y los acusados no representen expedientes acumulados sin ser tenidos en 
cuenta durante el proceso que adelantan. 
                                                 
18
 Abogado y cineasta mexicano. Fue el encargado de dirigir y producir dichos documen tales. 
19
 Un sistema en que se “buscaría combatir la delincuencia organizada, y que tanto víctimas como acusados 
queden conformes con este sistema, que se les haga justicia a las dos partes: la parte acusada y la parte 
acusadora” (Video documental el Túnel. [YouTube] 17 de abril de 2012). 
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Por otro lado, Presunto culpable “es un largometraje documental realizado en el 
Reclusorio Oriente de la Ciudad de México y en los Tribunales de Justicia, que narra la 
historia de José Antonio Zúñiga y su lucha en contra del Sistema Penal y Judicial 
mexicano” (Video documental Presunto Culpable [YouTube] 17 de enero de 2013), en 
donde un equipo de cámaras lo acompaña durante el proceso y el juicio, dando cuenta de 
las pruebas falsas y las inconsistencias e irregularidades del mismo.  
En México al igual que en otros países de Latinoamérica, la cárcel no cumple un 
papel restaurador en la vida de los detenidos; pareciera que la justicia retributiva, a través 
de la cual los delincuentes reciben el castigo que merecen por los actos cometidos, fuera la 
que se impusiera en la sociedad. La justicia normativa contempla en el artículo 18 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que “el sistema penitenciario se 
organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación 
para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción 
del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los 
beneficios que para él prevé la ley” (Constitución Política, pág. 35). Sin embargo, la prisión 
sigue siendo una medida cautelar y una sanción -en la cual las condiciones no son óptimas 
para los privados de la libertad-; se pierde el objetivo de reinsertar a los internos en la 
sociedad puesto que el castigo no produce ningún beneficio para ésta. 
En referencia a lo anterior, un estudio bastante completo realizado por la 
Universidad de las Américas de Puebla en México junto con otras organizaciones 
académicas, y basado en informes de Naciones Unidas sobre seguridad, derechos humanos 
y justicia, ubica a México como el segundo país con mayor impunidad20, “con un índice de 
75.7 puntos, sólo por debajo de Filipinas que suma 80, de acuerdo con una medición 
comparativa de 59 países miembros” (El Universal, 2015).  
De acuerdo a la investigación basada en indicadores oficiales en materia de 
seguridad, justicia y derechos humanos, la impunidad es uno de los problemas más graves 
para un país y su comunidad. Es un tema complejo que involucra a dos sectores críticos 
para la responsabilidad pública de los Estados: las instituciones de seguridad y la justicia; 
                                                 
20
 “La impunidad de hecho alude a la debilidad de las instituciones, en especial de los poderes judiciales, 
alimentada por actos que obstaculizan la marcha de los procesos o corroen la independencia y la 
imparcialidad de la justicia” (IGI 2015, pág. 21). 
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“cuando los países enfrentan problemas estructurales y funcionales en estos dos ámbitos, 
estamos en la antesala de un fenómeno que retroalimenta inseguridad, violencia, corrupción 
y violaciones graves a los derechos humanos” (IGI 2015, pág. 5). 
Cuando se mide el sistema de seguridad, el informe permite evidenciar “la 
necesidad de optimizar y ejercer una adecuada ejecución de los procesos de averiguación 
de la mayor parte de las personas que tienen algún contacto formal con los cuerpos de 
seguridad” (IGI 2015, pág. 9); en este sentido y según las cifras registradas, para combatir 
la impunidad no es necesario contar con más elementos policiacos, sino garantizar que los 
procesos sean efectivos y que las acciones llevadas a cabo sean cumplidas por éstos.  
De la misma manera revelada en el documental “El túnel”, el índice muestra la 
necesidad que tiene México de contar con más jueces dentro del sistema de justicia, pues se 
estima que existen solo cuatro jueces por cada 100 mil habitantes (IGI 2015, pág. 10). 
Actualmente, un alto porcentaje de las personas encarceladas -dentro de ellas colombianos- 
esperan que las autoridades competentes dicten la respectiva sentencia mientras aguardan 
en los reclusorios; algunos de los presos son personas privadas de libertad (supuestamente) 
“amparadas” por el principio de inocencia, pero permaneciendo en prisión un largo tiempo 
















Cuadro 3. Eficiencia del sistema judicial. 
 
Fuente: (Costos y eficiencia de la rama judicial en Colombia 2011, pág. 32) 
 
El documento corrobora la carente funcionalidad del sistema de justicia mexicano 
“al tener casi la mitad de su población detenida sin sentencia (46%); y la poca 
correspondencia entre la cantidad de personas encarceladas por homicidios respecto a los 
casos denunciados con este delito” (IGI 2015, pág. 10), por mencionar algunas dificultades. 
El índice global de impunidad permite evidenciar en las cárceles de México el 
problema de hacinamiento y tortura que sufren los detenidos, así como las “deficiencias en 
el funcionamiento del sistema de seguridad, desde que la persona es detenida hasta que es 
recluida en una prisión para aguardar un juicio” (IGI 2015, pág. 54). La falta de 
conocimiento de los procesos judiciales por parte de los inculpados  y de los jueces que 
están llevando el proceso, inciden en los problemas estructurales de seguridad y de 









Cuadro 4. Costos del sistema judicial. 
 
Fuente: (Costos y eficiencia de la rama judicial en Colombia 2011, pág. 25) 
 
Es altamente sorprendente, que a pesar que la población colombiana sea superada 
por la mexicana, los niveles de gasto en referencia a la fiscalía –que en México es la 
procuraduría- así como la asignación presupuestal frente al tema carcelario, sea tan baja 
comparativamente con la nuestra. 
La política pública de asistencia a connacionales implementada en el periodo 2010 – 
2014 de Juan Manuel Santos ha contribuido por una parte, a mejorar la situación de los 
detenidos colombianos en el D.F. dado los logros del gobierno. México ha sido país 
protagonista en el escenario internacional planteado por Santos, en tanto buscar fortalecer 
las acciones bilaterales en pro de las dificultades comunes; generando sinergias para 
incrementar la capacidad de Colombia en el escenario de inclusión social a favor de la 
población penitenciaria. 
Con el ánimo de facilitar canales de comunicación, cooperación y multiplicación 
entre actores interesados en proteger y asistir a los colombianos en el exterior; en el 2011 y 
2012 se realizaron actividades encaminadas al servicio y estudio al exterior para participar 
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de los eventos de infraestructura penitenciaria y vigilancia electrónica en México (Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario [INPEC] 2013, págs. 8-9). En el 2011, Colombia firmó 
el Acuerdo de la Comisión Mixta de Cooperación Técnica y Científica con México, la cual 
capacitó a funcionarios sobre “sistema administrativo de la pena, programas de reinserción 
social, carrera penitenciaria, sistematización del sistema penitenciario, estadía y salida de 
internos, manejo de dinero en las cárceles” (INPEC 2013, pág. 14). 
La labor que ha desempeñado el Consulado a través de los alcances de éste y su 
trabajo de gestión en los diferentes centros penitenciarios de México -priorizando por 
razones geográficas a la capital defeña- ha ayudado a generar cierto bienestar en la 
población penitenciaria a pesar de las limitaciones que tiene. Además, cuenta con una 
herramienta creada por el MRE, el Sistema de Detenidos Colombianos en el Exterior 
SISDET como plataforma electrónica, encargada de llevar un registro actualizado sobre la 
información de las personas privadas de la libertad que se encuentran en cárceles 
extranjeras. 
Los desafíos que impiden que la situación de los colombianos no mejore tangible y 
cuantitativamente, se deben a un factor externo a la política pública empleada por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, dado que a pesar de cumplir y hacer un buen trabajo 
en pro de los detenidos, el sistema judicial y penal mexicano actual, atasca el proceso que 














3. POLÍTICA PÚBLICA DE ASISTENCIA A CONNACIONALES 
 
La asistencia a connacionales se entiende como una política pública en el caso de los 
detenidos colombianos en Ciudad de México, dado que está articulada en función de la 
problemática y de la situación que allí viven los nacionales. Sin embargo, al ser una política 
propuesta únicamente por el Estado –dependiendo ésta del gobierno de turno- mediante el 
MRE y formulada de manera jerarquizada, no cuenta con la participación de actores 
particulares por lo que todavía carece de credibilidad y funcionalidad tanto para los 
detenidos como para sus familias. Es necesario entonces, que la política garantice el debido 
proceso, el derecho a la defensa y el respeto a los derechos de los colombianos detenidos en 
la respectiva circunscripción consular. 
Aunque no existe una legislación especial para México o para un país en particular, 
una de las normas que atañe al consulado es la Convención de Viena, además de leyes y 
decretos de la Cancillería, que permiten brindar asistencia a detenidos en el exterior, 
haciendo seguimiento a la situación de éstos para garantizar y respetar los derechos 
humanos y el debido proceso. A pesar de los esfuerzos y la función del Consulado para 
contribuir en las difíciles condiciones que atraviesan los colombianos privados de su 
libertad, y el despliegue de mecanismos y herramientas desde el MRE, el sistema de justicia 
penal en México es un factor que no permite mejorar la situación de éstos. 
Las prisiones cumplen la función de privar de libertad a las personas condenadas o 
las que están siendo procesadas por haber cometido un delito; el problema radica en el 
incremento de dicha población penitenciaria dado el alto número de delitos graves que cada 
día se imponen, y la falta de criterios en el momento de aplicar medidas cautelares distintas 
a la prisión preventiva. Lo deseable sería que se aplicaran castigos o mecanismos de justicia 
alternativa que contemplaran los delitos menores; “de este modo, los sistemas de seguridad 
y justicia penal estarían en posibilidad de priorizar y enfocar sus recursos a la atención de 
delitos de mayor gravedad” (2013, pág. 3).  
El problema del autogobierno al interior de las prisiones mexicanas responde al 
aumento de los internos vinculados con la delincuencia organizada y el narcotráfico, 
quienes terminan controlando –por encima de las fuerzas policiales- a la población 
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penitenciaria, “sometiéndola a un régimen personal de favores y privilegios generalmente 
mediante el pago de cuotas, situación que es tolerada por algunas autoridades” (2013, pág. 
4). Incluso, es de conocimiento público la corrupción que se vive al interior de los centros 
de reinserción social21, en donde los oficiales reciben dinero a cambio de facilitarles 
beneficios dentro y fuera de la cárcel, así como comodidades para organizar y seguir 
cometiendo faltas delictivas. 
La afectación a los derechos humanos de los internos, los tratos crueles, inhumanos 
o degradantes, los actos de corrupción y de impunidad cometidos por los funcionarios de 
las cárceles, deben ser evitados por parte del gobierno nacional pese a que “la mayoría de 
las instituciones penitenciarias no cuentan con un registro de los casos suscitados de tortura 
y/o maltrato ni con un procedimiento establecido para la atención de estos casos” (2013, 
págs. 4-5).  
México por ser un Estado federal dividido en treinta y un entidades federativas y un 
distrito federal, en el cual cada uno emite su jurisdicción y normas, requiere más presencia 
del consulado de Colombia en la asistencia a los detenidos, pues debido a la masiva 
participación de colombianos en actividades delictivas, resulta complejo que un sólo 
consulado general se haga cargo. Sin embargo, el otro factor determinante para que la 
política pública de asistencia a connacionales sea útil y favorable, es la necesidad de 
implementar reformas a la justicia, y políticas públicas que respondan a un reglamento que 
estipule y regule la jurisdicción interna para cada penal, pues la construcción y el 
funcionamiento de un sistema penitenciario “deben estar guiados por las obligaciones y 
responsabilidades que el Estado tiene frente a la sociedad que gobierna, así como por los 
derechos que tienen los individuos que la conforman, independientemente de su estatus 
jurídico” (Centro de Análisis Políticas Públicas [CAPP] 2013, pág. 17). 
 
3.1. Las decisiones en Política Pública 
Es política indeclinable del gobierno nacional promover, defender y proteger los derechos y 
libertades fundamentales de todos los colombianos con especial atención a los 
connacionales que se encuentren en el exterior. Las misiones diplomáticas de Colombia 
                                                 
21
 Establecimientos penitenciarios destinados al cumplimiento de las penas privativas de libertad. 
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allí, juegan un papel crucial en la construcción de los roles de comunidad sobre asuntos en 
los que el país concierne, para el caso de estudio, la situación de los colombianos detenidos 
y el incremento de éstos. 
La política pública debe responder al compromiso del Estado colombiano al ofrecer 
una solución a las manifestaciones sociales, políticas, económicas y jurídicas y hasta 
institucionales, que derivan del fenómeno delictivo en México. De la misma manera, dicha 
política debe reconocer como sujeto a los colombianos migrantes que se encuentran 
detenidos, quienes en razón de su condición son considerados vulnerables y demandan 
apoyo del estado colombiano. Paralelamente, el gobierno deberá brindar un mayor 
acompañamiento al retorno de migrantes con el fin de mejorar en materia de política 
migratoria, la atención integral, el bienestar y los servicios que presta la Cancillería a los 
connacionales en el exterior. 
La participación del Estado es fundamental en el proceso de formulación de la 
política pública, dado que éste es un agente que influye directamente el proceso 
encaminado hacia la problemática definida. El sustento que brindan los actores 
involucrados en la política, es el que permite suscitar canales múltiples entre lo público y lo 
privado; lo ideal sería comprometer actores particulares como detenidos o ex convictos, a 
fin de generar relaciones simétricas con el objetivo de lograr un interés común. 
Tal como lo señala el profesor e investigador Richard Elmore, la implementación de 
una política pública debe tomar en consideración la capacidad de ejercer influencia sobre el 
problema. La entidad responsable de formular dicha política, el MRE, debe “canalizar los 
recursos hacia aquellas unidades organizativas que tengan la capacidad de lograr el mayor 
efecto posible” (Elmore 1993, pág. 257), por lo que es ideal el diseño retrospectivo22; un 
modelo dentro del cual el proceso de implementación se controla de abajo hacia arriba, es 
decir, parte de los “comportamientos concretos en el nivel donde existe el problema para 
construir la política pública poco a poco, con reglas, procedimientos y estructuras 
organizativas” (Roth 2002, pág. 110); en otras palabras, mientras más cerca se esté del 
origen del problema, mayor será la capacidad de influir sobre éste. 
                                                 
22
 También conocido como el modelo Bottom-Up o el enfoque Backward Mapping. 
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El diseño retrospectivo cuestiona “el supuesto de que quienes elaboran las políticas 
deberían ejercer, o de hecho ejercen, una influencia decisiva sobre lo que ocurre durante el 
proceso de implementación” (1993, pág. 256). En este orden de ideas, Elmore sustenta que 
los sujetos que trabajan directamente y están más involucradas en el proceso, son las que 
tienen mayor conocimiento y capacidad para resolver los problemas; la persona encargada 
de México en Bogotá, el cónsul y el vicecónsul y los asesores jurídicos son los más 
comprometidos con las necesidades y las coyunturas que atraviesan los detenidos 
colombianos, por lo cual debería existir una estructura de incentivos a éstos, con el objetivo 
de involucrar de manera óptima y comprometida a las personas facultadas.  
André-Noël Roth, el cual construye y propone temas de reflexión alrededor de la 
acción pública y del Estado, supone que el gobierno dispone de legitimidad para decidir si 
interviene o no en algún tema que crea oportuno a fin de cumplir la medida que considere 
conveniente, pues el papel que juega el Estado y las autoridades públicas en la formulación, 
implementación y en los resultados de la política pública resultan ser determinantes. Es por 
esto que Elmore ratifica que ni la política ni quien la elabora puede resolver el problema; la 
solución dependería fundamentalmente de aquel que tenga contacto inmediato con éste. 
Partiendo de la anterior premisa, la aptitud para influenciar y elaborar una política 
pública capaz de responder al problema de los detenidos colombianos en el exterior, 
depende de la capacidad que tengan los actores que intervengan en ésta; para el caso, el 
gobierno del presidente Juan Manuel Santos. Como las decisiones políticas no producen 
efectos inmediatos, es necesario dispersar y descentralizar el poder de los tomadores de 
decisiones; lo ideal es “desplazar a los niveles inferiores de la organización las 
responsabilidades que exigen experiencia especializada y mucha familiaridad con un 
problema” (1993, pág. 261) para permitir el libre desarrollo del proceso de implementación. 
El diseño de una política deber ser lo suficientemente idóneo para contar con los 
representantes directamente involucrados con la problemática, quienes están 
constantemente en contacto con la situación. Es por esto que es necesario que la política 
pública de asistencia a connacionales en el caso de los detenidos, considere a los diferentes 
agentes que intervienen en ella con el fin de formular soluciones, acciones y tomar 
decisiones que busquen mitigar o resolver la coyuntura.  
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El reto institucional dentro del proceso de implementación, radica primordialmente 
en hacer partícipe a otros actores diferentes de los implementadores base como el comité de 
asuntos migratorios, consulares y servicio al ciudadano del MRE, y la Cancillería. Entre 
éstos está la persona encargada del escritorio de Bogotá del MRE, quien trabaja las 
problemáticas de los connacionales detenidos; los asesores jurídicos que día a día se 
enfrentan con éstos; la Cónsul y el Vicecónsul quienes son los encargados y responsables 
de tomar allí las decisiones; –eventualmente y si está consolidado- un grupo significativo 
de ciudadanos que represente a la población penitenciaria. 
Lo anterior, con el fin de contar con instrumentos para generar aportes a la política 
pública; pues ésta debe ser representativa, debe tratar o buscar satisfacer tanto las 
necesidades como las demandas sociales; debe responder a la realidad social que viven los 
colombianos detenidos en Ciudad de México para producir cambios tangibles y 
sustanciales. 
 
3.2. Recomendaciones sobre la implementación de la política pública de asistencia a 
connacionales 
Se calcula que la cantidad de reclusos en México esté alrededor de 600-700 colombianos23 
a los cuales se les brinda ayuda y apoyo a través del consulado colombiano. Las funciones 
que éstos desempeñan también se encuentran consagradas en el decreto 3355 de 2009, el 
cual promueve y salvaguarda los intereses de los nacionales, brinda asesoría y colaboración 
requerida por los colombianos extranjeros. 
Al tener un alto volumen de colombianos detenidos en México donde la mayoría se 
encuentra en cinco de los diez reclusorios del Distrito Federal, resulta complejo para el 
consulado poder encargarse de todas las peticiones de los detenidos a pesar de la labor que 
éste realiza en términos sociales, al brindar acompañamiento y seguimiento al proceso de la 
persona afectada –siempre y cuando así lo deseen-; así como proteger sus derechos 
humanos y el debido proceso. 
                                                 
23
 Dato conocido a través de la entrevista realizada a Sánchez, C. (2015, 25 de marzo). Asesor encargado del 
escritorio de México en Bogotá, Ministerio de Relaciones Exteriores, Bogotá.  
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Para que la política pública de asistencia a connacionales sea efectiva, es necesario 
revisar tanto los actores que participan directamente, como los agentes que están 
implicados en el problema de formulación para precisar la implementación de la misma. 
“Mientras más directa sea la ruta para alcanzar el punto de contacto –mientras mayor sea la 
confianza con la libre iniciativa y menor la dependencia de controles jerárquicos-, mayor 
será la probabilidad de afectar el comportamiento-objetivo” (1993, pág. 371).  
Finalmente, lo planteado a lo largo de esta investigación conduce a una serie de 
recomendaciones que puedan contribuir a favorecer la condición y las coyunturas de los 
colombianos detenidos en las cárceles de México. Debido a que la responsabilidad no sólo 
depende del consulado colombiano en México y la política pública implementada por el 
gobierno de Santos, es idóneo elaborar recomendaciones al sistema jurídico y penitenciario 
mexicano dado los desafíos que impiden que la situación de los connacionales mejore. 
 Primero, existen delitos menores que son igualmente sancionados por lo que se someten 
a todas las personas a las mismas condiciones infrahumanas, en lugar de construir un 
sistema de sanciones alternativas efectivo, que disminuya el hacinamiento y ponga freno 
a las carreras delictivas en ascenso; existen distintas opciones a la prisión las cuales 
buscan reducir el encarcelamiento, está la obligación de acudir regularmente a un centro 
determinado o el arresto domiciliario (CAPP 2013, pág. 55). El sistema penitenciario 
mexicano deberá ir de la mano de la sociedad para hacer realidad el objetivo que tienen 
las prisiones, la reinserción social. 
 En México no se necesita invertir cada vez más en la cantidad de policías, sino en los 
procesos que garanticen la efectividad de sus acciones; pues por la carencia de jueces 
dentro del sistema de justicia y la demora de los procesos legales y la congestión 
judicial, muchos detenidos pasan largo tiempo esperando una respuesta a su situación; 
razón por la cual es indispensable aumentar el número de éstos para así reducir la 
cantidad de personas encarceladas esperando sentencia y contribuyendo a la 
sobrepoblación carcelaria. 
 Con el sector académico, se pueden impulsar proyectos de investigación en materia 
penitenciaria desde un enfoque multidisciplinario para fortalecer la administración, la 
operación y el tratamiento en los centros de reclusión (Informe CIDH 2011, pág. 238); 
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asimismo, promover la educación como medio transformador del comportamiento del 
individuo. Hacer hincapié en el principio regulador y ordenador del trabajo como una 
condición necesaria para obtener la libertad, haciendo referencia a la remuneración que 
obtendrá cuando cumpla su pena, para ser ésta una motivación de resocialización, y así 
crear un hábito. 
 Conforme a lo anterior, diseñar un programa que desarrolle las características de los 
perfiles que pueden ocupar los detenidos a fin de vincularse, esto sirve de referente y 
guía para los programas de capacitación y especialización del personal, dado que 
estarían orientados al desarrollo de habilidades consistentes con el perfil de los puestos 
dentro de la administración penitenciaria (CAPP 2013, pág. 56). 
 Con el objetivo de crear un servicio de carrera que aliente la permanencia y el desarrollo 
profesional del personal penitenciario, el gobierno deberá formar, capacitar e instruir a 
los empleados administrativos, técnicos y de custodia; pues al mejorar su calidad y sus 
condiciones de trabajo, no sólo evitan los malos tratos, abusos y humillaciones, sino que 
cumplen también una función en el desarrollo de las relaciones sociales al hacer parte 
del proceso de reinserción social del individuo. 
 En cuanto al factor social, por un lado, convendría crear una red de apoyo y servicios 
que fomente la inclusión positiva de la población penitenciaria a sus comunidades una 
vez que sea liberada; se podrían gestar alianzas público-privadas que constituyan un 
marco de cooperación donde existan áreas comunes para el desarrollo de las personas 
que salgan de prisión y así maximizar los beneficios de ambas partes. Por otro lado, 
mientras las personas se encuentren en prisión, tendrían un permiso para vincularse a 
proyectos y metas de corto y largo plazo, brindándoles la posibilidad de estudio, 
capacitación, trabajo e interacciones sociales positivas con otras personas, para que al 
terminar su reclusión puedan insertarse en la vida libre de sociedad, con las menores 
posibilidades de fracaso y rechazo. Las anteriores opciones de vinculación laboral, 
podrían estar acompañadas de la colaboración con los consulados pertinentes, para 





3.3. Recomendaciones para el Gobierno Nacional Colombiano 
Dado que los colombianos detenidos en el exterior no cuentan con posibilidades y 
herramientas para valerse por sí mismos, el Estado debe entrar como garante para que sus 
necesidades básicas sean satisfechas bajo condiciones humanas y dignas. 
 El Gobierno Nacional deberá adoptar políticas penitenciarias integrales, orientadas a 
lograr la readaptación social y la rehabilitación personal de los condenados. Estas 
políticas deberán contemplar como elemento fundamental la creación de oportunidades 
de trabajo, capacitación y estudio para las personas privadas de libertad; y destinar los 
recursos humanos y financieros necesarios para su implementación. 
 La ley 1465 de 2011 por la cual se crea el Sistema Nacional de Migraciones y se expiden 
normas para la protección de los colombianos en el exterior, así como la ley 1565 de 
2012 la cual dicta disposiciones y fija incentivos para el retorno de los colombianos 
residentes en el exterior; deben servir de base para el diseño y ejecución de políticas 
públicas con el fin de fortalecer los vínculos del Estado con los extranjeros; lo ideal sería 
mitigar los efectos negativos producto de las migraciones irregulares, para así mejorar 
las condiciones y oportunidades de la inserción de los colombianos en México. El 
gobierno deberá hacer un acompañamiento del colombiano que cumplió su pena en el 
exterior y de las personas que son repatriadas24 en el marco del plan retorno, para 
hacerles seguimiento y ayudarles en el proceso de inclusión a la vida civil. 
 En cuanto al tema de repatriación de colombianos, ésta decisión compete al Ministerio 
de Justicia y del Derecho en colaboración con el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario (INPEC), y la Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al 
Ciudadano del MRE, quienes mediante el Comité Interinstitucional para el Estudio de 
las Solicitudes de Traslado de Condenados, emiten conceptos favorables o desfavorables 
para el traslado de los detenidos que deseen terminar de purgar su pena en Colombia. El 
problema radica en que los criterios que maneja dicha comisión son bastante rigurosos y 
severos; la persona debe cumplir con alguno de los requisitos: demostrar un certificado 
                                                 
24
 La repatriación consiste en obtener el traslado a territorio nacional de los colombianos que se encuentren 
recluidos y condenados en los centros penitenciarios del exterior, para terminar de cumplir la pena que le fue 
impuesta en Colombia (Ministerio de Justicia y del Derecho, Repatriación pág. 1).  
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que acredite que la mitad de la pena ya ha sido cumplida, que la persona condenada se 
encuentra en grave estado de salud, o un traslado por razones humanitarias. En razón a 
lo anterior, el Estado colombiano a través del ministerio deberá reevaluar los casos de 
las personas que soliciten la repatriación, toda vez que además de ser éstas las 
encargadas de pagar por un trámite sujeto a previo estudio -sin tener certeza de su fallo 
positivo-, algunas sufren violaciones a sus derechos y su integridad, debido a las 
coyunturas de las cárceles y el sistema penitenciario mexicano.  
 El programa y plan de acción “Colombia Nos Une” encargado de fortalecer los vínculos 
con los colombianos en el exterior y sus familias a través de los programas de apoyo y 
acompañamiento de los consulados, se podría aprovechar para dos cosas; primero, 
acercar a los colombianos detenidos al gobierno colombiano con el fin de recuperar la 
autoridad y la institucionalidad del MRE y del consulado; y segundo, realizar 
actividades para y con la comunidad colombiana que se encuentra privada de su libertad. 
Del mismo modo, dentro de sus ejes de trabajo se encuentran alternativas y 
acompañamiento a los migrantes para que regresen a Colombia, éste podría ampliar el 
plan de apoyo y trabajo de acuerdo a programas diseñados para dotar de actividades 
laborales, educativas, deportivas, de capacitación y de salud, a los internos.  
 Entre las medidas que resulten más eficientes para luchar contra la propagación de la 
migración en condiciones de irregularidad, se debería contar con el fortalecimiento de 
las fuentes de información y de asistencia legal previa al viaje dado que en esas 
instancias es posible tomar acciones preventivas en contra de la migración que no se 
ajuste a las condiciones del Estado receptor. Por lo anterior, Migración Colombia y el 
Instituto Nacional de Migración de México podrían crear políticas públicas conjuntas, 
con el fin de evitar -en los casos que crean convenientes- la entrada y salida de personas 
cuando los criterios para tomar tales decisiones estén justificadas; ambas instituciones 
deberán colaborar con la salida de ex convictos o personas repatriadas, con el propósito 
de agilizar sus procesos. 
 Crear campañas de prevención en Colombia con la ayuda de Migración, para dar a 
conocer el sistema penitenciario de países en los que ésta realidad es preocupante, como 
el caso mexicano dado los abusos y las condiciones de los recluidos. Muchos 
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colombianos desconocen las penas que se imponen en otros países y consideran que por 
ser extranjeros tendrán más beneficios y menos penas, y resultar ser lo contrario; ésta es 
una razón por la cual el número de colombianos es elevado en México. 
 Colombia podría aprovechar la Política de Diplomacia Cultural25 implementada 
mediante el proyecto de inversión “Promoción de Colombia en el Exterior” para 
propiciar actividades y proyectos culturales orientados a fortalecer la comunidad 
colombiana que se encuentra detenida, a través de una agenda cultural de la instrucción, 
formación, la cultura, el deporte y la recreación. Asimismo, se podrían realizar 
estrategias de comunicación y publicidad para dichas actividades, con el fin de que los 
eventos que se realicen tengan la mayor difusión posible y un mayor impacto -para 
recolectar en algunas ocasiones dinero para ayudar a los internos de bajos recursos-.  
 
3.4. Recomendaciones para el Consulado General de Colombia en México 
Las personas privadas de su libertad son vulnerables ante los hechos que pasan en su 
entorno, muchas de éstas desconocen o están desinformadas sobre los procesos que se 
adelantan en su contra; tienen problemas con la asignación de defensores porque algunas 
veces los abogados no aparecen en el momento oportuno, o los trámites son demorados. 
 El Consulado debe implementar programas de seguimiento y apoyo post‐penitenciario 
para facilitar la reinserción social y reintegración familiar de las personas que han 
cumplido sus penas privativas. En este sentido, debe tenerse en cuenta la importancia de 
coordinar medidas con los servicios comunitarios existentes y con el sector privado para 
continuar con la evaluación del proceso; lo ideal aquí sería verificar que los individuos 
que salen de prisión no infrinjan de nuevo la ley, dado que pueden acceder a un trabajo 
legal y así evitar el contacto con grupos criminales y lo que se puede derivar de éstos. Al 
mejorar su vida personal, también mejoran sus relaciones interpersonales, incluso “si se 
busca un sistema mucho más completo, éste podría incluir la atención psicológica de 
quienes se reinsertan en la sociedad” (CAPP 2013, pág. 56). 
                                                 
25
 “Reúne un conjunto de lineamientos y herramientas que guían las actividades de las misiones diplomáticas 
de Colombia en el exterior, a través de la promoción de la cultura, formulación y ejecución de proyectos de 
cooperación en materia educativa y cultural” (Plan de promoción de Colombia en el exterior 2014, pág. 2). 
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 Las actividades realizadas por los trabajadores sociales son poco serias y con muchas 
falencias debidas –en algunos casos- a la falta de acompañamiento y de interés de los 
abogados respectivos, y el poco acceso que tienen para conocer el procedimiento de sus 
defendidos. A ello se suma la poca responsabilidad de los funcionarios penitenciarios, 
que refleja el trabajo mediocre que se realiza con los reclusos. El compromiso del 
consulado radica precisamente en acompañar dichos procesos y garantizar que la labor y 
el informe que deben presentar los trabajadores sociales sea entregado oportunamente; 
en varias ocasiones la demora para dictar la sentencia absolutoria o la libertad al 
individuo, se debe a que éstos no expiden el certificado requerido. 
 De modo similar, es deber del consulado verificar que las órdenes de libertad sean 
efectivamente notificadas a sus destinatarios o a sus representantes legales, y que las 
mismas sean ejecutadas inmediatamente; en determinadas ocasiones, las autoridades 
encargadas de ésta gestión demoran los trámites y pueden generar efectos lesivos para el 
migrante, como el caso de imputar otra investigación u obstaculizar el fallo. 
 Los consulados generalmente contratan abogados externos competentes en la legislación 
interna para que los asesore con las leyes y reglamentos del país receptor, con el objetivo 
de brindar asistencia, proteger y defender los intereses, y velar por el respeto de los 
derechos humanos de los nacionales colombianos. En este sentido, la sugerencia 
pertinente es contratar además del asesor jurista, un consultor jurídico colombiano capaz 
de entender las preocupaciones y la aflicción por la que pasan cuando están presos; pues 
al ser otro connacional el que esté colaborando y trabajando con ellos, podría ser más 
consciente de las circunstancias y dar otro punto de vista de la asistencia que se le puede 
prestar y la sutileza para manejar la situación. La cuestión aquí es el presupuesto. 
 Lo ideal sería establecer mecanismos administrativos que hagan posible la realización de 
visitas rutinarias a los centros de reinserción – y dentro de ellos a los espacios de 
aislamiento- por autoridades de las direcciones de derechos humanos de las 
dependencias, por las comisiones públicas de protección de derechos humanos, o por las 
organizaciones civiles que trabajen en este ámbito cuando el Consulado no pueda ejercer 






Durante el cuatrienio anterior, la política nacional de apoyo a connacionales en el exterior 
amplió la agenda internacional alcanzando el fortalecimiento y profundización de las 
relaciones con “socios tradicionales y no tradicionales; el país logró la apertura de quince 
misiones en el exterior y la reapertura de otras seis, al tiempo que promovió la creación de 
mecanismos regionales con activa participación” (PND 2014-2018, págs. 490-491). Un 
aspecto importante para el gobierno nacional es la consolidación de relaciones estratégicas 
con diferentes países, la cual busca el posicionamiento de Colombia en el ámbito 
internacional.  
Para tal fin, se avanzó en el afianzamiento de vínculos regionales, bilaterales y 
multilaterales tanto en América Latina y el Caribe como en Asia y el Pacífico; la 
negociación de acuerdos comerciales y de inversión, y la participación en organismos 
internacionales (Informe al Congreso Juan Manuel Santos 2014, pág. 167). Colombia 
impulsó y participó activamente en el proceso de creación y consolidación de la Alianza del 
Pacífico, mediante el cual fortaleció las exportaciones y los flujos de inversión con Chile, 
Perú y México; con éste último, ha tenido un gran acercamiento debido a la cooperación 
bilateral existente, dado los problemas de narcotráfico y crimen organizado que atraviesa el 
país azteca. 
A pesar de ser uno de los objetivos del primer periodo del gobierno de Juan Manuel 
Santos, las misiones diplomáticas colombianas no se han transformado en un instrumento 
profesional de impacto en cuanto a inserción internacional se trata (Razón Pública 2011);  
por lo que deberá continuar fortaleciendo los vínculos con las administraciones locales, los 
consulados latinoamericanos -en primera instancia-, y las entidades sin ánimo de lucro para 
lograr intercambiar experiencias, replicarlas y trabajar en equipo, a fin de promover 
intereses comunes en beneficio de los connacionales. 
Buena parte de la política exterior de Santos ha girado en torno a la relación que 
mantiene con las comunidades colombianas, con el objetivo de impulsar los nexos de los 
connacionales en el exterior. En materia de política pública y normativa, el país ha 
avanzado y cuenta con un marco de referencia que reconoce la importancia del colombiano 
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en el exterior y su aporte al tema migratorio, otorgando al migrante derechos de democracia 
participativa y representativa. 
Con el propósito de fortalecer los vínculos de los colombianos en el exterior y dar 
paso a una política migratoria orientada a labores de asistencia y protección jurídica, el 
MRE cuenta con la dirección de asuntos migratorios, consulares y servicio al ciudadano, 
encargados de apoyar la asistencia a connacionales en países donde haya representación 
colombiana. En México -a pesar de ser un país federado dividido en 32 organizaciones 
administrativas- existe una sola persona encargada de brindar asistencia y colaboración a 
los detenidos que se encuentran en territorio mexicano, e incluso a sus seres queridos; dado 
que es puente de comunicación entre éstos y sus familiares a fin de acortar distancias y 
acompañarlos durante el proceso; por lo que resulta bastante arduo y dispendioso el trabajo 
tanto para el escritorio de Bogotá como para el consulado en México. 
No se puede negar que la agenda en política exterior de Colombia hacia México, 
tanto en materia comercial como en el tema social y político ha tomado diferentes matices 
que se reflejan en el apoyo y la legitimidad de ambos gobiernos. El papel que juega el 
Estado y las instituciones gubernamentales es fundamental para afectar los problemas y los 
resultados de las políticas públicas que se adelantan; por ello la importancia del gobierno 
colombiano de consolidar la política migratoria y la atención al ciudadano y los 
connacionales en el exterior, a través de la Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia, la puesta en marcha de  la Oficina de Atención al Migrante, y la creación del 
Centro Integral de Atención al Ciudadano (PND 2014-2018, pág. 491). 
“El sobreuso de las cárceles tanto en México como en Colombia ha generado 
sobrepoblación y hacinamiento, deterioro de los servicios; ingobernabilidad de las cárceles 
y vulnerabilidad de los derechos humanos” (CAPP 2013, pág. 37); la población carcelaria 
es un grupo de especial vulnerabilidad por lo que sus derechos también deben ser 
inalienables pese a que el sistema de justicia poco incida en que esto se respete. Los 
Derechos Humanos le dan un marco ético a la gestión penitenciaria y ayudan a evitar que 
los abusos de poder se conviertan en el común denominador de las interacciones entre los 
internos y las autoridades penitenciarias.  
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En cuanto al tema del sistema penitenciario en México, la ineficacia no sólo se debe 
a la carencia de métodos y herramientas por parte del Estado y sus instituciones, también al 
fracaso del proceso de reinserción de individuos a la sociedad, puesto que el sistema cierra 
toda posibilidad de vincularlos a la comunidad. La cárcel debe ser la última instancia para 
cumplir con las penas privativas de libertad -sobre todo en los casos en los que los delitos 
son menores y no violentos-, por esto el Estado debe considerar alternativas distintas para 
las personas que comentan ciertas faltas. 
La construcción de políticas públicas debe implicar cierta cautela, especialmente 
cuando se trata de proteger y favorecer a los colombianos detenidos; de ahí la importancia 
de crear acuerdos y esquemas de cooperación en el que ambos países se respalden. Una 
política será fuerte cuando quienes la pongan en operación, “logren concentrar la energía, la 
atención y habilidades de quienes se ven afectados por ella, haciendo coincidir de esa 
manera todos los recursos” (1993, pág. 269).  
Muchas de las políticas que se gestionan desde la presidencia excluyen la 
participación y vinculación de particulares durante el proceso de formulación, generando en 
algunas ocasiones vacíos en la misma que resultan afectando lo que se pretende solucionar 
debido a que no hay tal inclusión; por éste motivo, es importante coordinar con los actores 
directamente relacionados a la problemática, la identificación del problema, la definición de 
objetivos y metas, en el marco de la construcción de dinámicas sociales y políticas. 
La política pública de asistencia a connacionales en el exterior enuncia con 
precisión el procedimiento y el trabajo a seguir, y a pesar de los esfuerzos y los alcances 
por mejorar la eficiencia del consulado con los detenidos, ésta resulta bastante universal al 
faltar elementos que contribuyan a la reducción o a la prevención de la problemática. Si 
bien se han fortalecido los instrumentos institucionales y la labor de éstos mediante 
creación de leyes, decretos y mecanismos de participación y acompañamiento a la política, 
también debe haber un cambio estructural en el sistema penitenciario y judicial de México; 
éstos factores junto con el ambiente que permea la problemática, son externos a la política y 
por ello no es posible percibir un cambio significativo en la situación de los detenidos; pues 
el número de éstos sigue aumentando significativamente.  
 60 
 
En Colombia no existe una política pública en materia penitenciaria para los 
detenidos colombianos en el extranjero; las instituciones de justicia son poco eficaces y 
bastante lejanas de la sociedad, por lo que los procesos se tornan largos y costosos, y pocas 
veces sirven para resolver los conflictos de la ciudadanía. Los derechos de las personas 
privadas de su libertad no sólo “implican prohibiciones para los Estados sobre actos que 
vulneren sus derechos, también conllevan compromisos de realizar, progresivamente y al 
máximo de sus capacidades, las medidas y políticas públicas adecuadas para la protección 
eficaz de los derechos humanos” (CAPP 2013, pág. 18). Con el ánimo de evitar que las 
personas detenidas fracasen en la vida en sociedad una vez estén libres, es primordial 
formular e implementar una política que se encargue de tal fin para que el proceso de 
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Anexo 1.  Tabla 4. Población penitenciaria por delitos del fuero común a nivel 
nacional, por tipo de delito, 2011. 
 
“Muestra la desagregación de los delitos del fuero común. Según datos del INEGI, en 2011 
42.9 por ciento de los internos fueron acusados o condenados por robo. El tipo de robo por 
el que hay más gente en prisión es el robo a casa habitación, con 8.4 por ciento del total de 
los delitos. Además, 17.3 por ciento de los internos por delitos del fuero común han sido 
procesados o sancionados por homicidio; 11.8 por ciento por delitos sexuales; 6.3 por ciento 
por delitos patrimoniales; y 5.8 por privación ilegal de la libertad. Esta tabla nos permite ver 
que la mayor parte de los internos sin sentencia están en la cárcel por robo”. Fuente: (CAPP 












Anexo 2.  Tabla 5. Población penitenciaria por delitos del fuero federal a nivel 
nacional, por tipo de delito, 2011. 
 
“Por lo que se refiere a internos por delitos del fuero federal, el segmento más significativo 
es el de los procesados y sentenciados por delitos contra la salud (48.2 por ciento), seguidos 
de los internos por delitos contra la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos (27.1 por 


















Anexo 3.  Marco Normativo Colombiano del Proceso de notificación consular en 




Constitución Política de 
1991 
Establece principios de las relaciones exteriores del Estado, 
el derecho de todo colombiano de entrar y salir del territorio 
nacional, requisitos para acceder a la nacionalidad, principios 
para nombrar y recibir agentes diplomáticos y consulares, 
celebrar con otros Estados y entidades de derecho 
internacional tratados o convenios y establece una 
circunscripción especial para asegurar la participación en la 
Cámara de Representantes de un Representante elegido por 
los colombianos en el exterior. 
Ley 39 de 1961 
Los ciudadanos colombianos residentes en el Exterior podrán 
votar para Presidente de la República, en las Embajadas, 
Legaciones y Consulados respectivos, el día fijado por la ley 
para tal acto. 
Ley 17 de 1971 – 
Convención de Vienna 
de Relaciones 
Consulares 
Establece relaciones consulares, determina funciones 
consulares, entre otras,  prestar ayuda y asistencia a los 
nacionales y velar, por los intereses de los menores y de otras 
personas que carezcan de capacidad plena y que sean 
nacionales del Estado que envía. 
Ley 76 de 1993 
Las Oficinas Consulares de la República en cuya jurisdicción 
la comunidad colombiana existente estimada sea superior a 
diez mil (10.000) personas, deberán contratar profesionales 
especializados para prestar orientación y asistencia jurídica 
y/o social, a los connacionales que se encuentren en la 
respectiva circunscripción consular. 
Ley 991 de 1995 
Ley modificatoria de la Ley 76/93, en la que se adoptan 
medidas de protección a los colombianos en el exterior. 
Resolución 0326 de 2001 
del MRREE 
Se crea el Comité de Asistencia a Connacionales en el 
Exterior- por el cual se asignan recursos encaminados a 
protección de derechos fundamentales y se designan los 
recursos para la prestación de servicios para asistencia 
jurídica y social. 
  
 
Decreto 1239 de 2003 Comisión Nacional Intersectorial de Migración  órgano para 
la coordinación y orientación en la ejecución de la política 
migratoria del país. 
Resolucion 3131 de 2004 
del MRREE 
Se crea el Programa Colombia Nos Une con el objetivo de 
promover los vínculos entre los colombianos en el exterior y 
sus familias y regiones de origen. 
Decreto 3355 de 2009 Se crea la Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y 
Servicio al Ciudadano, Anterior Dirección de Asuntos 
Consulares. 
Decreto 4062 de 2011 Se crea Migración Colombia cuyo objetivo es ejercer las 
funciones de autoridad de vigilancia y control migratorio y 
de extranjería del Estado Colombiano, dentro del marco de la 
soberanía nacional y de conformidad con las leyes y la 
política que en la materia defina el Gobierno Nacional. 
Ley 1465 de 2011 Crea el Sistema Nacional de Migraciones y el Fondo 
Especial para la Migraciones. Crea un Sistema Nacional para 
abordar el tema migratorio en el que participan entidades del 
orden nacional, la academia, las sociedades de Colombia en 
el Exterior y el sector privado. 
Decreto 4976 de 2011 Reglamenta el "Fondo Especial para las Migraciones" del 
Sistema Nacional de Migraciones y se dictan otras 
disposiciones. 
Decreto-ley 019 de 2012 Decreto Anti-trámites. 
 











Anexo 4.  Procedimiento de Detenciones y Arrestos extranjeros por parte de 
México. 
 
1. Información al extranjero: Al ser detenido o arrestado un extranjero, es obligación de la 
autoridad informar sin retraso26 y preferiblemente por escrito, sobre el derecho que le asiste 
a que el consulado de su país sea notificado de su situación jurídica y de comunicarse con 
su Representación (MANC 2014, pág. 13).  
 
2. Notificación al consulado: La notificación consular está sujeta a la voluntad de los 
individuos; cuando el extranjero opte por el derecho a que el consulado de su país sea 
notificado, el funcionario competente deberá comunicar27 –sin retraso alguno- a la oficina 
consular (MANC 2014, pág. 13). 
 
3. Comunicación del detenido con su consulado: Los extranjeros detenidos tienen derecho 
a comunicarse y recibir la visita de su oficial consular. Dichas comunicaciones se 
consideran privilegiadas, por lo que no deberán ser intervenidas (MANC 2014, pág. 13). 
 
4. Visitas consulares: Los oficiales consulares deberán tener libre acceso a sus detenidos, 
de conformidad con las disposiciones y los reglamentos locales. “En caso de que un 
extranjero se niegue a ser entrevistado por el funcionario consular, no se le podrá obligar a 
recibirlo” (MANC 2014, pág. 14). 
 
5. Casos especiales: 5.a. Notificación directa a la oficina consular en virtud de tratados: 
“En los casos de los siguientes países, la notificación a la oficina consular correspondiente 
deberá ser automática, independientemente de la voluntad del detenido: Bulgaria; China; 
Polonia; Reino Unido y Rusia (MANC 2014, pág. 14). b. Falta de notificación: “Si la 
                                                 
26
 Se le informará del derecho que le asiste “1) al momento de detención, cuando la autoridad competente 
tenga los elementos para presumir que se trata de un extranjero, o 2) antes de que el detenido sea interrogado, 
rinda cualquier declaración, o sea presentado ante la autoridad para tales efectos. (MANC 2014, pág. 13). 
27
 “Se deberá otorgar al extranjero detenido la oportunidad de comunicarse o ser entrevistado por su 
consulado. De no lograrse la comunicación por causas ajenas a la autoridad mexicana, el pro cedimiento 
deberá seguir su cauce”. (MANC 2014, pág. 13). 
  
 
autoridad ante la que se presenta el detenido se percata que: 1) no se le ha informado sobre 
el derecho que le asiste a la protección consular y 2) que su consulado no ha sido 
notificado sobre su situación legal, deberá inmediatamente informar al detenido sobre el 
derecho que le asiste y, en caso que éste así lo solicite, notificar a la representación 
consular o diplomática sobre su detención. (MANC 2014, pág. 14). c. Apátridas: “Cuando 
se trate de personas que no cuenten con una nacionalidad o no tengan una nacionalidad 
efectiva, la notificación se deberá hacer a las autoridades competentes de la Secretaría de 
Gobernación (MANC 2014, pág. 14). d. Refugiados: “Si el extranjero ya ha formulado su 
solicitud de condición de refugiado antes de ser detenido, ninguna autoridad podrá 
notificar la detención o hacerla del conocimiento de las autoridades diplomáticas y 
consulares del país de origen del solicitante, a menos que exista consentimiento expreso 
por parte de éste (MANC 2014, págs. 14-15). 
 
6. Personas vulnerables28: Cundo la autoridad competente detenga a una persona 
vulnerable, deberá considerar su seguridad a fin de brindarle un trato digno, de acuerdo con 
las circunstancias del caso (MANC 2014, pág. 15). 
 
7. Menores29: La asistencia y protección consular en el caso de los menores, debe tomar 
medidas específicas para salvaguardar sus derechos procesales y sus correlativas garantías. 









                                                 
28
 Adultos mayores, menores, personas con discapacidad, mujeres embarazadas, víctimas de delito, etc. 
(MANC 2014, pág. 15). 
29
 El derecho internacional reconoce niños menores de 18 años en situación de vulnerabilidad particular que 
requiere de protecciones especiales. (MANC 2014, pág. 15). 
  
 
Anexo 5.  Entrevista realizada el 25 de marzo de 2015, a Carlos Alfonso Sánchez 
Acosta. Ministerio de Relaciones Exteriores, Bogotá. 
 
Política Pública de Asistencia a Connacionales: Área de Detenidos 
Explicación de la Entrevista: Actualmente estudiante de último semestre de Relaciones 
Internacionales y Ciencia Política y Gobierno de la Universidad del Rosario. Esta entrevista 
tiene el propósito de averiguar la subjetividad de las opiniones que tienen las personas 
directamente involucradas con la política pública de asistencia a connacionales en el caso 
de los colombianos detenidos en México. La información recaudada a través de ésta 
encuesta, hace parte de la investigación de estudio de caso que se adelanta.  
 
Entrevista realizada el 25 de marzo de 2015, a Carlos Alfonso Sánchez Acosta, asesor 
y encargado del escritorio de México en Bogotá. Coordinación de Asistencia a 
Connacionales, Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al 
Ciudadano, Ministerio de Relaciones Exteriores. 
 
1. ¿Cómo se entiende la política de asistencia a connacionales como una política pública en 
el caso de los detenidos colombianos en Ciudad de México? 
C.S. La política pública es lo que pasa en realidad, todo está articulado, todo llega a 
un punto en particular. No hay una legislación especial para México o para algún país de 
asistencia, lo que tenemos es asistencia a connacionales en el exterior, asistencia a 
detenidos en el exterior, dentro de las leyes y decretos de la Cancillería. 
Una de las normas que atañe a los consulados, es la Convención de Viena de 
Asuntos Consulares, enmarcados en ella, podemos estar en otros países, haciendo 
seguimiento de lo que pasa con los detenidos que son connacionales, que son colombianos. 
Nos deben informar cuándo fueron detenidos y respetarle los derechos humanos, que 
tengan el debido proceso y mirarle que tengan un apoderado, y de pronto pedirle celeridad 
en algunas ocasiones si se puede llegar a hacer en todos los países. De acuerdo a la 
convención y a los decretos del Ministerio de Relaciones Exteriores, facultan al consulado 
para que haga esas intervenciones pero nos toca ser sujetos a las decisiones judiciales de 
  
 
México, ellos son las autoridades competentes, entender que estamos en otro país y que 
hay respetarlo completamente, y que solamente entramos como invitados de buena fe los 
consulados que se encuentren allá para poder asistir, para poder ver de primera mano. En 
México tenemos una ventaja muy grande y es que tenemos el mismo idioma; los 
consulados inclusive están hechos porque el extranjero en otro país no conoce las leyes, la 
reglamentación del país específico y muchas veces el idioma; entonces te detienen, te dicen 
por qué y a veces no hay traductores, en México tenemos la ventaja que hablamos el 
mismo idioma. Tenemos un consulado para todo México que son 32 países, que es un país 
federado. 
 
2. ¿Cómo evaluaría la política pública de asistencia a connacionales en el caso de los 
detenidos colombianos en México? 
C.S. No hay una política especial ni exclusiva para México. Yo que soy el 
encargado del escritorio de asistencia a connacionales de México, lo que hago es estar 
pendiente de las normas que van habiendo, que beneficios tienen ellos, estar pendientes 
que sí se los estén pidiendo, que el consulado se comunique con los asesores jurídicos, con 
el abogado o apoderado de ellos. La evaluaría como un complemento, no son cosas 
taxativas que estén como la Convención de Viena que se puede tomar de diferentes formas, 
el problema es que cada persona la lee y la interpreta a su manera, en cada país se puede 
leer un poquito diferente. Entonces ellos sí nos están informando cuándo los detienen, 
tenemos problemas de violación a los derechos humanos al momento de la detención que 
son en cantidades como en Jalisco, en Estado de México; entonces qué podemos hacer 
nosotros? Entrar de ladito pidiendo, solicitando, que mire qué le hicieron, que por favor le 
concedan los exámenes, pedir celeridad en esos asuntos y eso es lo que se está haciendo. 
Lo que pasa es que de todas formas estamos entrometiéndonos en el ámbito de la 
autonomía de los otros países, por eso siempre toca de la mejor manera, de la manera más 
delicada, no podemos llegar a acusar a las autoridades, pero estos temas son muy pesados. 
Entonces el problema no es la política en sí o qué hace uno allá, sino que estamos de todas 
formas de invitados, tratando de entrometernos en asuntos que no nos corresponden. Por 
ejemplo, los colombianos dicen sin querer, que los están juzgando como colombianos, que 
  
 
los detuvieron por colombianos, y tú vas a ver la realidad y no, a nadie lo detienen por ser 
colombiano; es acusado por haber traído droga, es acusado por haber violado, por haber 
matado, por haber infringido el código penal de ellos estando en su jurisdicción, en su país 
especial, en uno de los 32 países de México; que no deberíamos de hablar de los detenidos 
en México sino de pronto de cada detenido en cada estado, y nos volveremos muchísimo 
más especializados, lástima que tenemos un solo consulado, un asesor jurídico para ése, y 
es el que nos ayuda a coordinar y a revisar las actuaciones que se van presentando. 
 
3. ¿En qué medida ha contribuido la política pública de asistencia a connacionales 
implementada en el primer gobierno de Juan Manuel Santos, a la situación de los detenidos 
colombianos en Ciudad de México? 
C.S. No sabría decirte porque yo estoy desde el 2012 y siempre ha estado Juan 
Manuel, entonces no te podría decir antes cómo lo hacían. Lo que sí sé, es que acá ha 
aumentado la cantidad de personas, porque la idea es que cada escrito se especialice, 
entonces digamos antes eran cinco personas y cada uno tenía un continente, pero digamos 
que ahora cada uno va teniendo un espacio. Por ejemplo Venezuela tiene quince 
consulados y tiene una sola persona especializada en esos quince consulados, pero son 
bastantes solo en Caracas.  
L.P. ¿En el caso de México es una persona, un consulado? 
C.S. En el caso de México es especial, porque siendo 32 países tenemos un solo 
consulado, tiene asistente jurídico, asistente social, pero pues es solo un consulado, es 
inmenso, es grande; está en el D.F. que es una de las ciudades más grandes del mundo, que 
es por lo menos cuatro veces Bogotá, y la cantidad de gente que está allá. Entonces las 
comisiones, ir a visitar a un detenido en Jalisco, es todo un problema. 
L.P. Pero entonces ¿con Juan Manuel Santos sí se especializo eso? O venía del 
segundo periodo de Uribe? 
C.S. No sabría decirte la historia. Pero hay países de países; los que son de frontera, 
como Venezuela, Ecuador, son más pesados. Hay una persona encargada de Centroamérica 
pero sin México, y a veces tiene las Islas del Caribe. Hay alguien con Estados Unidos que 
también es un país muy grande; hay otro que tiene Inglaterra y una parte de Europa; hay 
  
 
una persona solamente para China, para Oceanía, para Asia es sólo una persona, porque ya 
están lejos de Colombia y en realidad hay muy poquita gente la que hay. Es muy relativo, y 
cada consulado es distinto; tenemos 110 consulados en el extranjero más o menos, y cada 
uno es una cuestión muy distinta. 
 
4. ¿Desde su experiencia, cuál es la percepción que tienen los detenidos del Consulado? 
C.S. En un país como México que tenemos aproximadamente 600 detenidos, 700 
detenidos, el número va subiendo; pero muchas veces la percepción es: no me están 
ayudando, no me sirve para nada; depende el sitio también donde se encuentre detenida la 
persona. 
L.P. Para el caso del D.F. ¿cómo es la percepción? 
C.S. La percepción del D.F. debe ser mucho mejor que en otro país. A veces 
pueden haber quejas o la gente se molesta; por qué nunca me visitan, por qué a ese 
ciudadano que es francés lo visitan una vez al vez? Y resulta que en todo México el único 
detenido francés está en el D.F. y está junto a ellos, entonces el cónsul asiste a sus 
detenidos que son solamente 5 o 1, que son muy pocos y los puede visitar bastante; 
entonces ellos se molestan y preguntan por qué a ellos no? Y resulta que están a una 
distancia de doce o quince horas del consulado y hay otros 600 detenidos que visitar en el 
año; no hay forma de decirles a ellos se les va a visitar una vez al año, o una vez cada seis 
meses, o una vez cada dos meses, porque el volumen no lo permite, por las distancias en 
México y la cantidad de espacio. Entonces en estos casos se usa mucho el teléfono, se les 
escribe mucho a las autoridades judiciales, a las autoridades penitenciarias, y en caso que 
lo vean o lo ameriten, pues ya hacen la visita. 
 
5. ¿Cómo ha favorecido la política pública de asistencia a connacionales la situación de los 
detenidos colombianos en Ciudad de México? 
C.S. Al detenido lo primero que hay que decirle es: pórtese bien, cumpla con todas 
las obligaciones que tenga, busque trabajar, estudiar, meditar, portarse lo mejor posible en 
el sitio en el que se encuentre detenido para que en algún momento pueda usar todo esto 
para que le den algún tipo de beneficio para rebajar una pena, para que si llega a ser 
  
 
condenado, pueda haber aprovechado el tiempo que va a estar ahí. Nosotros no debemos 
discriminar si fueron o no fueron culpables.  
Los detenidos han incumplido algún tipo de norma en el extranjero, entonces en el 
caso de México alguna normatividad, y allá es un sistema perfecto con su sistema judicial, 
ellos normalmente le nombran un abogado de oficio, van a respetar los derechos humanos 
y van a hacerle su juicio; nosotros podemos estar ahí como de ladito, invitados siempre, 
revisando que a eso se le dé el respectivo cumplimiento, pero de acuerdo a cada país hay 
unos tiempos para que lo condenen, lo procesen, para que le hagan sentimiento; y eso es lo 
que hacemos con el asesor jurídico, estar pendientes del seguimiento. Todos quisieran que 
les nombraran un apoderado, que les pagáramos un abogado en el extranjero, cosa que es 
imposible absolutamente; que lo que se hace es darle el seguimiento y verificar que tenga 
un apoderado de confianza o de oficio, ya sea pago por ellos o que se lo haya asignado el 
Estado de México; en caso no llegara a tener uno de éstos dos, pues llega a solicitárselo y 
eso sí lo puede hacer el consulado: verificar que tenga alguien que lo defienda, alguien que 
esté en ese lado. 
En la medida que uno los va atendiendo, y ellos escuchan y entienden los consejos 
que uno les da, pueden tener muchos beneficios al final; lo primero que se hace es lo que te 
digo: ustedes pueden trabajar, estudiar, certificar sus cosas y en un futuro de pronto les va a 
servir. Una persona que no haga caso de esto, y que no le importa porque es inocente –cosa 
que no nos interesa entrar a demostrar como la inocencia o no porque eso lo hace el 
sistema judicial de ellos- para nosotros lo importante es que lo tomen en cuenta, para 
también entender qué tipo de defensa va a llevar. 
 
6. ¿Por qué el número de detenidos en México no disminuye con la política pública de 
asistencia a connacionales del gobierno de Juan Manuel Santos? 
C.S. Porque va a aumentar más, porque ahorita no hay visas, y al no tener visas 
como un requisito que antes se pedía en México, pues ahora es una facilidad., Mucha gente 
pasa porque está pegado a Estados Unidos y la gente quiere ir allá y es una facilidad que se 
le presta a la gente que quiere llegar a los Estados Unidos; esa es una, la llegada se les 
facilita. El idioma y las costumbres son similares, a la gente le gusta la cultura de ellos.  
  
 
L.P. Pero se supone que la política pública debería o la que adelanta el gobierno de 
Juan Manuel Santos debería precisamente focalizar eso y hacer lo respectivo para que 
disminuya el número o por menos que se mantenga; esto no ocurre. 
C.S. El número se ha mantenido, si ha crecido pero ha tendido a cambiar un poco, 
porque antes el que iba a México y llevaba droga generalmente eran colombianos, más de 
los detenidos colombianos eran por el delito de narcotráfico, mientras que ahora son de 
hurto, de allanamiento, de apartamenteros, entonces pues es algo que empieza a generar el 
flujo migratorio. Lo que nosotros podemos hacer es revisarlos aquí en el aeropuerto y 
darnos cuenta que no llevan droga, pero mira lo que están haciendo allá, se reúnen para 
robar apartamentos; es un tema de nunca acabar el flujo migratorio a cualquier lado del 
mundo. 
 
7. ¿Considera que debe existir una política pública de asistencia a connacionales enfocada 
en los países donde la cantidad de colombianos detenidos es mayor? Por qué? 
C.S. Mmmm… 
L.P. ¿O qué se siga manejando como actualmente se está haciendo? Porque 
tenemos los casos México, España, Venezuela, Panamá, que son donde la mayoría de los 
extranjeros detenidos son colombianos, entonces… 
C.S. Pues lo que pasa es que la política que maneja aquí la Cancillería es a todos 
los países, es un trabajo inmenso, es tener a todo el mundo en las manos, es decir, que 
vamos a estar en todas partes, que somos omnipresentes, cosa que es muy pretencioso. El 
sólo hecho de pensar que en todo lado vamos a estar y hacer lo mejor está bien, el 
problema es que llegar a la asistencia uno a uno el 100$ es una cuestión muy costosa 
porque en realidad genera mucho costo. 
L.P. ¿Pero debería existir una política, una parte del Ministerio que se enfoque en 
esos países donde los detenidos son mayor? 
C.S. Claro, pero entonces seria multiplicar ese consulado, casi que se necesitaría 
uno por cada país de México o por lo menos a seis países de México para que funcionara 
bien, un poco más estricto; pero ello necesita más inversión. 
  
 
L.P. ¿Entonces seria doblegar el papel del consulado? Es decir, ¿poner las mismas 
figuras? 
C.S. Si, podría serlo, tener otros cónsules en México, necesitaría mayor inversión, 
el problema es que nosotros estamos sujetos también a que no tenemos mucho 
económicamente, el presupuesto se tendría que multiplicar muchísimo; porque fácilmente 
podríamos tener cinco cónsules en México pero ¿cuánto podría llegar a costar eso? Y para 
hacerlo bien, cada uno debe tener un grupo de personas, otra casa alquilada, otro sitio 
especial porque la inversión es fuerte; entonces la idea es hacer lo mejor con lo que 
tenemos y con eso se ha podido mantener; igual si bien es un país federado, hay unas 
partes que están centralizadas, hay unas partes que están con las autoridades federales, y se 
trabajan con ellas. 
 
8. En el momento de implementar una política pública ¿qué actores deben hacer parte de 
éste proceso? 
L.P. El gobierno debe tener en cuenta otros actores? Por ejemplo ¿que participen 
directamente con la política pública? 
C.S. No te entiendo lo que me quieres decir. 
L.P. Por ejemplo, en el momento de implementar una política pública el gobierno 
tal vez sólo tema al Ministerio de Relaciones Exteriores para designar lo que necesita un 
consulado, como un asesor jurídico, un asesor social. Pero ¿cree usted que debería haber en 
esa concesión una participación por parte de otros actores para llegar a una política? Por 
ejemplo, las familias de los detenidos que puedan aportar propuestas o los que están en 
libertad condicional o los repatriados que vienen a compurgar y colaboren ideas y 
sugerencias; porque estamos ante una elaboración de política pública que es piramidal 
porque las decisiones las toma el Ministerio, entonces ¿usted considera que se deben tener 
en cuenta otros actores, otras esferas, o cree que así se está manejando bien? 
C.S. La dirección de asuntos migratorios, consulares y servicio al ciudadano es la 
jefe de todos los cónsules; todos los cónsules antes de salir han tomado un curso y cada 
uno tiene una perspectiva. Cada uno lee las cosas y las toma de una manera, cada uno va 
preparado para hacer una actividad. Nosotros podemos estar acá todos cuadriculados y eso 
  
 
está bien, el problema es que cuando llegamos a empatar con otros países es que no vamos 
a funcionar igual, no es lo mismo estar en Japón que hay un detenido o pocos detenidos 
donde generalmente son prostitutas, a estar pensando que vamos a hacer lo mismo en 
Venezuela, que hay 4 millones de colombianos, que hay cualquier cantidad de personas y 
van a hacer n cantidad de cosas distintas. Acá en Colombia no hay ningún tipo de 
restricción a la salida del país; esa podría ser la fácil, no pensamos en tanto consulado 
porque sabemos que la gente da problemas en el extranjero entonces que la gente no salga. 
Y eso no es, la idea es que la gente tenga toda la libertad, respetando nuestra constitución, 
pero pues la gente quiere que los cuidemos y que hagamos muchas cosas por ellos, 
tenemos ayudas de buena voluntad pero ellos lo ven como: a mí me tienen que asistir, a mí 
me tienen que visitar, y eso está dentro de lo posible, porque ya cuando tengo cualquier 
cantidad de detenidos, hablamos de traspasar todas las fronteras del Estado porque no 
hablamos dentro de un territorio sino dentro de todo el mundo. Nosotros no somos capaces 
de controlar el territorio colombiano, no vamos pues a pretender ir allá a decirles cómo 
deben hacer las cosas los otros países. De una manera muy discreta, respetuosa, estamos 
diciéndole a los demás: mire, no haga esto porque le está violando los derechos humanos a 
este señor, si quiere deténgalo, pero ¿por qué le pega? ¿Por qué le pone choques eléctricos? 
Pero poder pretender estar en todo el mundo es difícil. 
 
9. ¿Cuáles han sido los aciertos y desaciertos de la política pública de asistencia a 
connacionales detenidos en Ciudad de México en el primer gobierno de Juan Manuel 
Santos? 
C.S. Aquí la política yo creo que es muy acertada, porque no importa el estatus de 
las personas, ni nada de eso, sino que simplemente recibimos atención a la gente que lo 
necesita, si el detenido solicita pues tratamos de hacerle seguimiento, si alguna entidad nos 
envía una información que hay una persona detenida se le trata de dar seguimiento. En la 
medida en que las personas vienen y van dándose cuenta que pueden tener o desechar 
esperanza, porque la distancia es muy dura; detienen a un familiar por ejemplo, y no 
pueden viajar al extranjero y nunca lo han hecho, no saben qué puede existir allá, entonces 
por lo menos podemos adelantarle y recortarle esos espacios diciendo sí está detenido por 
  
 
éste asunto, sí se le está respetando el derecho a la intimidad, lo mejor es tratar con un 
abogado, o pero no podemos sugerirle un abogado, un nombre, porque no nos podemos 
comprometer con los abogados. Yo soy abogado penal, es una profesión muy difícil y 
malentendida, generalmente los detenidos dicen: si éste abogado me sacó, entonces sí hizo, 
pero antes no reconocen nada hasta el día que lo saquen, no importa cuántos memoriales, 
cuántas solicitudes de buena manera -en conforme a la legislación del país que se 
encuentre explicando su inocencia-. El detenido en ese sentido es muy malagradecido 
porque no ha reconocido lo que ha hecho, va a reconocerlo el día que quedó libre, y en ese 
sentido juzgan al Ministerio; y no estamos hechos para dejarlos libres porque ellos al 
parecer han infringido alguna norma del extranjero; por lo que no se puede dejar a nadie 
libre, no puede ordenar ni ir a juzgar; en cada país tenemos que respetar la soberanía 
completa que tiene ese país. 
L.P. Bueno, ¿y desaciertos? 
C.S. No calificaría desaciertos, no consideraría desaciertos. 
 
10. ¿Qué sugerencias, recomendaciones y/o comentarios le plantearía al Gobierno para que 
la política pública de asistencia consular fuera más eficaz? 
C.S. Lo que pasa es que nosotros trabajamos en llave con el consulado, entonces si 
a mí se me ocurre algo, yo debo sugerirle al consulado. Por ejemplo, yo le sugiero, le 
puedo orientar que al momento de la detención podemos empezar a mirar cómo dejarlo 
inocente, asesorarlo y decirle las actividades que puede hacer para descontar una pena; que 
si de pronto ya va a ser condenado, entonces presentar tales pruebas, hablar con Migración 
Colombia para expedir una certificación –si es el caso- que estaba en Colombia o los 
movimientos migratorios; eso lo podemos presentar, se lo podemos dar al abogado. Por 
ejemplo caso de una persona que está siendo juzgada en México por 700 robos y resulta 
que lleva ocho días en México, entonces esos robos eran del año pasado o antepasado, 
entonces nosotros podemos demostrar que ese señor no estuvo en México, y lo podrían 
defender; nosotros podemos ayudar para que llegue una prueba allá, no podemos a ser los 
apoderados o defensores, pero en algún momento dado podemos dar esa prueba, ayudarla a 
tramitar. Entonces yo le puedo sugerir al cónsul de presentar éste documento o aportarlo al 
  
 
proceso; es posible, es un caso que se puede dar bastante. Después de que ya ha sido 
juzgado, les decimos que coloquen las denuncias de derechos humanos, que nos regalen el 
número para hacerle seguimiento, también podemos pedirles que les hagan un Protocolo de 
Estambul, para que les otorguen unos peritos médicos para que determinen si sí fueron o 
no fueron violentados, o indebidamente constreñidos a confesar, eso también se puede 
llegar a hacer. 
Verificar que tengan su apoderado, porque pueden haber casos en los que no, o 
también cuando se alega que el consulado no fue debidamente notificado porque no nos 
informaron y de pronto después de mucho tiempo nos hemos enterado que ha sido alguien 
detenido, y ésta persona no sabía que había podido ser asistida, por lo menos una visita. 
También les podemos llevar cartas, comunicaciones de la familia, de los niños, porque una 
carta puede ser de mucho aliento para un padre, cosa que a veces inclusive en México en 
algunos sitios federales no reciben ni las fotos, las botan, o cosas así, no reciben las 
estampitas de la virgen por ejemplo; ellos revisan toda esa correspondencia, pero pues 
nosotros procuramos hacerle llegar a los detenidos eso. 
En la medida en que va pasando el caso, puede ser condenado y tiene derecho a una 
apelación, a una segunda instancia, entonces podemos decirle sí le conviene, le sugerimos, 
o hablamos con el asesor jurídico. El cónsul puede hablar con el asesor jurídico si le parece 
exorbitante la condena, porque ameritaba una condena mínima y le pusieron una más alta. 
Un asesor jurídico es muy importante allá, una persona que lo coordine a uno qué 
hacer en cada momento, porque se puede presentar algún tipo de asistencia que se presente 
en cada momento; lo más clave primero es desarrollar que se presenten los testimonios, 
que ellos logren presentar sus pruebas, que de acuerdo a las pruebas van a ser juzgados. El 
asesor jurídico nos envía un informe, lo que procura es comunicarse con los abogados para 
saber cuál es la estrategia de la defensa, y en tal caso que uno pueda colaborar pues les va a 
colaborar, o les va a sugerir; digamos que la persona llega a ser condena, entonces decirle 
si amerita una apelación o no. Por ejemplo si fue condenado al mínimo y él es consciente 
que es culpable, pues para qué se va a poner a apelar, más se le alarga el proceso. 
L.P. Necesariamente, ¿los asistentes jurídicos tienen que ser del país dónde se 
encuentran los detenidos? 
  
 
C.S. No tiene que ser mexicano, tiene es que saber las leyes de México, la idea es 
que sepa las leyes de la federación o de cada uno de los países. 
L.P. A mí se me ocurre que haya un asistente jurídico colombiano y un asistente 
jurídico del país que esté. Tal vez sí se eleve un poco el presupuesto, pero pienso que no 
hay nada como entender los de uno, pienso que uno como connacional es más sensible, 
más consciente. Podría haber un acompañamiento por parte de un abogado colombiano 
para acompañar el proceso y estar pendiente de ello porque es algo que lo mueve. 
C.S. Si podría ser, y es que son cosas muy especializadas en México. Por ejemplo, 
la tutela es muy parecida al amparo, pero los amparos son diferentes, hay amparo directo e 
indirecto. Yo trato de decirles en mis palabras lo que considero en derecho, así como lo 
estoy haciendo con México, funciona en otros países. En la medida en que va pasando el 
tiempo y ya está condenado, y tú has interpuesto todos los recursos y ya no hay nada más 
qué hacer, ya cuando estas en ese momento, lo que uno podría decir es: pórtese bien, y 
haga algo como estudiar o trabajar para que le vayan descontando; en varios países hay un 
tipo de beneficios a los que puede acceder el detenido.  
Hay una libertad condicional, va a tener un régimen diferente y va a poder estar en 
su casa, pero el problema es que ellos no tienen casa allá, no tienen familia, entonces no 
tienen quién asuma por ellos, entonces podríamos comprar una casa, tener una casa para 
los detenidos y tenerlos todos allá, esa sería otra posibilidad. Ocasionalmente podría 
suceder en un futuro, para que hayan posibilidades que esas personas que están en retornos 
administrativos hagan un acuerdo entre los Ministerios de Justicia, que las personas que 
pueden estar con libertad condicionada se presenten en el consulado del país, que el 
colombiano que tenga dinero venga a Colombia y una vez al mes se presente en el 
consulado de México para verificar que ahí está y que se siga presentando. Eso se puede 
hacer, cosa que no se da. Este sistema cuando ya tengan un beneficio, en una repatriación 
cuando han cumplido más de la mitad de la pena, que se paguen los pasajes y llegan acá al 
INPEC a terminar de cumplir la pena. 
L.P. O también que vengan acá a cumplir la libertad condicional, ellos se pagan sus 
tiquetes y vienen acá a cumplir. 
  
 
C.S. Si, vienen con un control de garantías que después le van a otorgar beneficios. 
Ojalá esto se vuelva una política pública, que alguien diga: podemos traer a todos estos 
detenidos del extranjero y no valdría un peso para el INPEC. Porque con la repatriación ese 
es el problema, el hacinamiento, que acá no nos caben y el costo de mantener una persona 
detenida es muy alto. 
Tratar de sacarlo por pena cumplida, porque muchas veces cumplen su pena y 
llevan dos o tres meses más en la cárcel y no lo han sacado, entonces toca hacer un escrito, 
o yo creo que inclusive en ese caso, el consulado debería hacer la solicitud directamente 
pidiendo la libertad o la deportación de esa persona. 
L.P. Sí, tener tal vez una organización o un cronograma para saber el tiempo de 
condena y la fecha de la posible libertad de los connacionales. 
C.S. Claro, y es que cada uno amerita un seguimiento, cada uno lo merece y lo 
debería tener, lo que pasa es que hay mucha gente que tiene la idea que los detenidos son 
unos malos, pero hay gente que no, así haya sido malo o el más malo también tiene 
derecho; si una persona fue condenada a 30 años de prisión, ¿por qué vamos a dejar que 
pase un mes más de prisión si ya cumplió su pena? Hacerle un seguimiento a migración, 
porque cuando ya son deportados, toca revisar cuándo lo van a enviar. 
Es cuestión de voluntad de cada persona; todo está en cuestión de percepción. 
 
